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Su mensaje

    Para:  PROCURADURIA 67 JUDICIAL; procesos@defensajuridica.gov.co; notificacionesjudiciales@cremil.gov.co
    Asunto:  NOTIFICACION DEMANDA 2012-0131
    Enviado:  22/01/2013 09:41 a.m.

fue leído el 22/01/2013 10:13 a.m.. 
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		To
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De conformidad con el articulo 197 a 199 del CPACA el Juzgado Quinto Administrativo Oral de Tunja  le NOTIFICA la demanda y el auto admisorio de fecha 18 de diciembre de 2012 proferido en el medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  radicada con el número 2012-0131 instaurada por PEDRO BECERRA BOLIVAR identificada con C.C. No.19.412.725 contra LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 



 



De igual manera, de conformidad con el articulo 199 del CPACA<Modificado por el artículo 612 del Código General del Proceso> ….las copias de la demanda y de sus anexos quedarán en la secretaría a su disposición”.



 



 



Atentamente,



Laddy Carolina Téllez González



Secretaria Juzgado Quinto Administrativo Oral de Tunja



 



 



______________________________________________________________________



AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co  es de uso único y exclusivo de envío de notificaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y automáticamente se eliminara de nuestros servidores, apreciado usuario si tiene alguna solicitud por favor comuníquese a la siguiente línea telefónica: (098)7430615 o envíenos un correo electrónico a la siguiente dirección: j05admintun@cendoj.ramajudicial.gov.co 



 





2012-0131 auto admisorio.pdf




 



República De Colombia  
Rama Judicial Del Poder Público  



Juzgado Quinto Administrativo de Oralidad  Del Circuito 
Judicial de Tunja 



 
 
 



Tunja, dieciocho (18) de diciembre de dos mil doce (2012). 



 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO  
DEMANDANTE: PEDRO BECERRA BOLIVAR 
DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES -CREMIL 
RADICADO: 150013333 005 2012 00131-00 



 
Por reunir los requisitos legales, ADMITASE la demanda  de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaurada mediante apoderado constituido al 
efecto por el señor PEDRO BECERRA BOLIVAR en contra del  CAJA DE RETIRO DE 
LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL 
 
En consecuencia se dispone: 
 
Tramítese por el procedimiento previsto para el proceso ordinario de primera 
instancia, conforme a lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 155 del C.P.A.C.A. 
 
Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a CAJA DE RETIRO DE 
LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL, conforme lo prevén los artículos 197 y 199 del 
C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P.  



 



Notifíquese personalmente el contenido de esta providencia a LA AGENCIA 
NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO,  conforme lo prevén los artículos 
197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P.  



 



Notifíquese por estado electrónico al demandante conforme lo prevén los artículos 171 
y 201 del C.P.A.C.A.  



 



Notifíquese personalmente al señor Agente del Ministerio Público delegado ante esta 
Corporación, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones 
judiciales a que se refiere los artículos 197 y 199 del C.P.A.C.A., modificado por el 
artículo 612 del C.G.P.  



 



Fijase la suma de TRECE MIL PESOS M/CTE. ($13.000) para los gastos ordinarios 
del proceso, así mismo deberá consignarse la suma de DIECISIETE MIL 
OCHOCIENTOS PESOS M/CTE. ($17.800) para los gastos de envío de que trata el 
inciso 4º del artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 612 del C.G.P.Que 
deberá ser consignada por el demandante en la cuenta No. 4-1503-0-21056-0  del 
BANCO AGRARIO, PARA GASTOS PROCESALES DEL JUZGADO QUINTO 
ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA y 
acreditando su pago en la Secretaría del Juzgado dentro de los cinco (05) días 
siguientes a la notificación por estado de esta providencia, so pena de dar aplicación al 
artículo 178 del C.P.A.C.A. 
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Notificado el demandado, córrase traslado por el término legal de treinta (30) días, para 
que la entidad demandada pueda contestar la demanda, proponer excepciones, solicitar 
la practica de pruebas, llamar en garantía, y en su caso, presentar demanda de 
reconvención (Art. 172 del C.P.A.C.A). 



 
Adviértasele a la demandada que con la contestación de la demanda se deberán 
allegar todas las pruebas que obran en su poder y que pretenda hacer valer en el 
proceso, los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las 
pretensiones, el expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso. La inobservancia de estos deberes constituye falta 
gravísima del funcionario encargado del asunto, en los términos previstos en el artículo 
175 del C.P.A.C.A. 
 
Reconócese personería al Abogado JOFFRE MARIO QUEVEDO DÍAZ, portador de la 
T.P. No.98.987 del C.S.J., para actuar como apoderado judicial de la parte demandante, 
en los términos y para los efectos del respectivo poder a el conferido (fl. 1).  
  
Por la Secretaria realizar los registros pertinentes en el Sistema de Información Judicial. 
 
La presente providencia será notificada en estado de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 201 del C.P.A.C.A.; estado que podrá ser consultado en el portal de la Rama 
Judicial www.ramajudicial.gov.co enlace “Juzgados Administrativos”1 – “Boyacá” – 
“Juzgado 05 Administrativo de Tunja” – “Estados electrónicos”. 
 
Se conserva registro del original de esta providencia, en la ubicación compartida de 
almacenamiento virtual de este Despacho. 
 
Oportunamente vuelva el expediente al despacho para proveer lo pertinente.  
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 



Firmado en el original 
 



MARILUZ BARAJAS CÁCERES 
JUEZ 



 
 



 



 



 



 



 



 



  
PAOG 



                                                 
1
 Enlace que se encuentra en la parte inferior izquierda del portal web de la Rama Judicial. 



 



JJuuzzggaaddoo  QQuuiinnttoo  AAddmmiinniissttrraattiivvoo  ddee  
OOrraalliiddaadd  ddee  TTuunnjjaa  



NNOOTTIIFFIICCAACCIIÓÓNN  PPOORR  EESSTTAADDOO  



El auto anterior se notificó por Estado Nro. 15  de 19  de diciembre 



de 2012 siendo las 8:00 A.M. 



 
 



LADDY CAROLINA TÉLLEZ GONZÁLEZ 
SECRETARIA JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO 



 





http://www.ramajudicial.gov.co/
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Señores Jueces  
DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE TUNJA (REPARTO) 
E.           S.        D. 



 
 



REFERENCIA  : DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO  DEL DERECHO. 
 
DEMANDANTE     : PEDRO BECERRA BOLÍVAR 



 
DEMANDADO  : LA CAJA DE  RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES. 



 
I.- DEMANDA 



 
JOFFRE MARIO QUEVEDO DÍAZ, mayor de edad, vecino de esta ciudad, abogado en ejercicio, 
identificado civil y profesionalmente como  aparece al pie de mi respectiva  firma, en nombre 
y representación del señor Sargento Primero®  PEDRO BECERRA BOLÍVAR igualmente mayor 
de edad y domiciliado en la ciudad de Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía Nº 
19.412.725 de Bogotá, conforme al poder que me ha sido conferido y en ejercicio de la 
ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, ante ustedes presento esta 
demanda contra la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, representada  legalmente 
por su director, señor Mayor General® EDGAR CEBALLOS MENDOZA, mayor de edad y 
domiciliado en esta ciudad, o quien haga sus veces,  para que por los trámites del proceso 
ordinario, se profiera sentencia sobre las siguientes:  



 
 



II. PRETENSIONES 
 



1) Se declare la nulidad del acto administrativo CREMIL No. 10546 de 11 de marzo de 2011 
mediante el cual,  la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES negó a mi poderdante 
las siguiente solicitudes: 



A. La reliquidación y reajuste de la asignación de retiro, reconocida mediante  Resolución 
Nº 1233 del 13 de agosto de 1997 expedida por dicha la Caja de Retiro de las Fuerzas 
Militares, adicionándole los porcentajes correspondientes a la diferencia existente 
entre el incremento en que fue aumentada la asignación de retiro, en aplicación de la 
escala gradual salarial porcentual  y el índice de precios al consumidor IPC que se 
aplico para los reajustes pensiónales con fundamento en el artículo 14 de la Ley 100 
de 1993, en los años 1997, 1999, 2001, 2002, 2003 y 2004, norma que dispone el 
incremento anual de las pensiones, en un porcentaje igual al IPC del año anterior 



B. El reajuste de la asignación de retiro, año por año, a partir de 1997 a la fecha, con los 
nuevos valores que arroje la reliquidación solicitada en el literal anterior.  



C. Ordenar el pago efectivo e indexado de los dineros correspondientes a la diferencia 
que resulte entre la liquidación solicitada y las sumas canceladas por concepto de 
asignación de retiro desde el año de 1997 en adelante hasta la fecha en que sea 
reconocido el derecho precitado.  



2) Como consecuencia de la anterior declaración, en calidad de restablecimiento del 
derecho, ordénese: La reliquidación y reajuste de la asignación de retiro reconocida por 
la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES a mi poderdante mediante la 
Resolución Nº 1233 del 13 de agosto de 1997 adicionándole los porcentajes 
correspondientes a la diferencia existente entre el incremento en que fue aumentada la 
asignación de retiro, en aplicación de la escala gradual salarial porcentual  y el índice de 
precios al consumidor IPC que se aplicó para los reajustes pensiónales con fundamento 
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en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, norma que dispone el incremento anual de las 
pensiones, en un porcentaje igual al IPC del año anterior en los años que a continuación 
se relacionan:  



a. Para el año 1997  : El 0.26%. 



b. Para el año 1999  : El 1.79%. 



c. Para el año 2001   : El 2.90%. 



d. Para el año 2002  : El 2.67%. 



e. Para el año 2003  : El 0.77%, y 



f. Para el año 2004  : El 1.104%.    



3) El reajuste de la asignación de retiro, año por año, a partir de 1997 a la fecha, con los 
nuevos valores que arroje la reliquidación solicitada en el literal anterior.  



A continuación me permito presentar un cuadro demostrativo donde se ha liquidado año 
por año, los porcentajes pagados y los pendientes por reajustar.  



1996 555.850$        



1997 21,37% 21,63% -0,26% 674.635$        $ 676.080 $ 1.445 14 20.233$          



1998 19,84% 17,68% 2,18% 808.483$        $ 810.215 $ 1.732 14 24.247$          



1999 14,91% 16,70% -1,79% 929.028$        $ 945.521 $ 16.493 14 230.902$        



2000 9,23% 9,23% 0,00% 1.014.777$     $ 1.032.792 $ 18.015 14 252.214$        



2001 5,85% 8,75% -2,90% 1.074.141$     $ 1.123.161 $ 49.020 14 686.283$        



2002 4,98% 7,65% -2,67% 1.127.633$     $ 1.209.083 $ 81.450 14 1.140.297$     



2003 6,22% 6,99% -0,77% 1.197.772$     $ 1.293.598 $ 95.826 14 1.341.563$     



2004 5,45% 6,49% -1,04% 1.263.051$     $ 1.377.553 $ 114.502 14 1.603.026$     



2005 5,50% 5,50% 0,00% 1.332.519$     $ 1.453.318 $ 120.799 14 1.691.192$     



2006 5,00% 4,85% 0,15% 1.399.145$     $ 1.523.804 $ 124.659 14 1.745.232$     



2007 4,50% 4,48% 0,02% 1.462.106$     $ 1.592.070 $ 129.964 14 1.819.501$     



2008 5,69% 5,69% 0,00% 1.545.300$     $ 1.682.659 $ 137.359 14 1.923.031$     



12.477.722$       



ACUMULADO 



ANUAL



SUBTOTAL



MESADA 



PAGADA



MESADA 



ESPERADA  



DIFERENCIA 



ADEUDADA



MESA



DAS
AÑO



INCREMENTO 



RECIBIDO



IPC AÑO 



ANTERIOR



% 



DIFERENCIA 



 



 En la primera columna: Relación de los años en reclamación. 



 Segunda columna: Porcentaje aumentado a la asignación de retiro de mi poderdante  
en el respectivo año. 



 Tercera columna: IPC para los años reclamados, aplicado en el aumento de las 
pensiones de los demás sectores.  



 Cuarta columna: Porcentaje de IPC dejado de aplicar a la asignación de retiro de mi 
poderdante. 



 Quinta columna: Mesada mensual  en pesos cancelada.  



 Sexta columna: Monto mensual de asignación de retiro en pesos que se debió 
cancelar si se hubiera aplicado correctamente el IPC del año anterior. .  
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 Séptima columna: Monto mensual en pesos dejados de cancelar a mi poderdante. 



 Octava columna: Número de mesadas recibidas en el respectivo año. 



 Novena mesada: Consolidado de los valores anuales dejados de cancelar. 



4) Ordenar el pago efectivo e indexado de los dineros correspondientes a la diferencia que 
resulte entre la liquidación solicitada y las sumas canceladas por concepto de asignación 
de retiro desde el año de 1997 en adelante hasta la fecha en que sea reconocido el 
derecho precitado.  



5) Ordenar el pago de los intereses moratorios sobre los dineros provenientes del 
reconocimiento de la aplicación de los porcentajes precitados en los numerales 
anteriores a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia. (Sentencia  C- 188/99, 
expediente 2191 del 24 de marzo de 1999). 



6) Se ordene a la Entidad demandada el pago de gastos y costas procesales, así como las 
agencias en Derecho. 



7) Ordenar a la entidad Demandada el cumplimiento a la sentencia que ponga fin a la 
presente acción. 



 
III.- HECHOS 



 



1. Previo cumplimento con los requisitos exigidos en el artículo 1631 del Decreto 1211 LA 
CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, mediante Resolución Nº 1233 del 13 de 
agosto de 1997, le reconoció asignación de retiro al señor Sargento Primero® PEDRO 
BECERRA BOLIVAR. 



2. Desde que mi poderdante obtuvo la asignación de retiro viene siendo reajustada 
anualmente mediante  el principio de oscilación  contemplado en el Artículo 169 del 
decreto 1211 de 1990, desconociendo lo preceptuado en el artículo 1º de la ley 238 de 
1995, como de los  Artículos 14 y del parágrafo 4º de Artículo 279 de la ley 100/93.  



3. La asignación de retiro de mi poderdante en los años 1997,  1999, 2001, 2002, 2003 y 
2004 fue reajustada en un porcentaje inferior al índice de precios al consumidor (IPC) del 
año inmediatamente anterior,  violando el principio fundamental del mantenimiento del 
poder adquisitivo de las pensiones establecido en el artículo 48 de la Constitución Política. 
“Por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelar o reducirse el valor de la mesada de 
las pensiones reconocidas conforme a la Ley”2 



4. Un estudio comparativo entre los incrementos realizados a las mesadas de los 
pensionados del régimen general así como de los regímenes especiales, y el realizado a la 
mesada de mi poderdante,  arroja una diferencia en su contra en los siguientes 
porcentajes: 



a. Para el año 1997  : El 0.26%. 



b. Para el año 1999  : El 1.79%. 



                                                 
1
  ARTÍCULO 163.-  Asignaciones de retiro. “Durante la Vigencia del presente estatuto , los oficiales y suboficiales de las 



Fuerzas Militares que sean retirados del servicio activo después de quince (15 ) años , por llamamiento a calificar servicios o por 
voluntad del Gobierno o de los comandos de fuerza , según el caso , o por sobrepasar la edad máxima correspondiente al grado 
o por disminución de la capacidad psicofísica , o por incapacidad profesional o por inasistencia  al servicio por más de cinco (5 ) 
días sin tener causa justificada , o por conducta deficiente , y los que se retiren a solicitud propia después de veinte (20 ) años de 
servicio , tendrán derecho a partir de la fecha en que terminen los tres (3 ) meses de alta ,a que por la  Caja de Retiro de las 
Fuerzas Militares se les pague una asignación mensual de retiro”  



 
2
 Acto legislativo 01 del 22 de julio de 2005 
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c. Para el año 2001   : El 2.9%. 



d. Para el año 2002  : El 2.67%. 



e. Para el año 2003  : El 0.77%, y 



f. Para el año 2004  : El 1.04%.    



5. La Honorable Corte Constitucional ante las dudas suscitadas sobre la naturaleza jurídica 
de la asignación de retiro, se ha pronunciado en retiradas sentencias, dejando claramente 
establecido que los miembros en retiro de la Fuerza Pública reciben una pensión de vejez 
que en el régimen de Fuerza Pública se denomina asignación de retiro. Para una mayor 
ilustración del señor juez transcribo apartes de providencias de la mencionada 
corporación: 



a) en sentencia C – 251 del 16 de marzo de 2004 con ponencia del honorable 
Magistrado JAIME CORDOBA TRIVIÑO sentó  jurisprudencia sobre la naturaleza 
jurídica de las asignaciones de retiro, así: “En este sentido, es claro que la demanda 
del ciudadano Corrales Larrarte está fundamentada en un supuesto equivocado 
cual es el de sostener que asignación de retiro es igual a salario y por ende afirmar 
que al personal retirado de las Fuerzas Militares se les cancela un sueldo o salario 
cuando en realidad lo que percibe es una pensión de vejez que en el régimen 
especial de la fuerza pública se denomina asignación de retiro”. (el sombreado y 
subrayado es nuestro) 



b) La Corte Constitucional en sentencia C - 432 de 2004 reitero la jurisprudencia 
sobre la naturaleza jurídica de la Asignación de retiro: “Es una modalidad de 
prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de un cierto grado 
de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza especial del servicio y las 
funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce. Se trata, 
como bien lo afirman los intervinientes, de establecer con la denominación de 
“asignación de retiro”, una pensión de vejez o de jubilación para los miembros de 
la fuerza pública,”. (el Subrayado es nuestro) 



6. Con fecha de 1 de marzo de 2011 mi poderdante radicó ante  la CAJA DE RETIRO DE LAS 
FUERZAS MILITARES, a la que se le asignó el número 14975, derecho de petición el cual 
tenía por objeto: 



a. La reliquidación, reajuste y pago de la pensión que viene disfrutando mi 
poderdante, de conformidad con los porcentajes señalados en el numeral anterior.  



b. Igualmente se solicitó  en esta petición, indexar los nuevos valores arrojados por la 
reliquidación.  



7. Con fecha del 11 de marzo de 2011  la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 
respondió, despachando  desfavorablemente la solicitud contenida en el derecho de 
petición,  mediante  acto administrativo CREMIL Nº 10546 de 11 de marzo de 2011, que 
aquí se demanda. 



8. En atención a reciente jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado y de varios 
Tribunales en lo Contencioso Administrativo a Nivel Nacional, en lo atinente al requisito 
de Procedibilidad de Audiencia de Conciliación extrajudicial, para accionar demanda de 
Restablecimiento del Derecho y en el caso que nos ocupa sobre el Índice de Precio al 
Consumidor – I.P.C.- a una pensión. Se transcribe aparte de la Sentencia del Honorable 
Consejo de Estado, expediente 25000-23-000-2009-00130-01(1563-09) Consejero 
Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve. Expediente 09-00037 M.P. Dr. Ilvar Nelson 
Arévalo Perico Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Sub-sección C. 
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(…) y las consideraciones que anteceden la conciliación y la transacción como mecanismo 
para la solución de conflictos, solo resultan admisibles en las controversias que giran en 
torno derechos inciertos y discutibles razón por la cual, no resulta procedente exigir 
como requisito de Procedibilidad la conciliación extrajudicial, prevista en el articulo 13 
de la ley 1285 del 2009, si lo que se requiere discutir, como en este caso, es la ilegalidad 
de una prestación pensional dado su carácter de Derecho Irrenunciable, Cierto e 
Indiscutible.   



Igualmente expediente No 2010-0238 del Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de 
Bucaramanga del 26 de julio de 2010 donde se admite la demanda presentada por Rosa 
María de los Ángeles Viuda de Ariza contra CASUR. Donde no se tiene en cuenta el 
requisito de Procedibilidad para acceder a la Administración de Justicia, por tratarse de un 
Derecho cierto e indiscutible, irrenunciable e imprescriptible por ser de materia laboral. 



9. SINOPSIS DE LA  SITUACIÓN ACTUAL DEL RÉGIMEN ESPECIAL PENSIONAL  DE LA FUERZA 
PÚBLICA. 



Con el fin de aportar información relacionada con el régimen especial de pensiones de la 
Fuerza Pública me permito presentar un resumen de los aspectos puntuales de esta 
normatividad. 



Antes de la expedición de la constitución de 1991, el sistema de pensiones de la Fuerza 
Pública, era reglamentado periódicamente mediante decretos ley emanados del 
Ejecutivo, en ejercicio de atribuciones especiales concedidas por el legislativo. En los años 
materia de esta demanda, la norma vigente es el Decreto 1211 de 1990.  



Con la entrada en vigencia de la nueva Carta Magna, la Fuerza Pública fue tenida en 
cuenta por el Constituyente Primario en  los artículos 217 y 218, los cuales establecieron 
un régimen prestacional propio, en razón a su especial función dentro de la seguridad 
nacional.  



En 1993, en desarrollo de los preceptos constitucionales, el Gobierno Nacional promulga 
la ley 100, la cual recoge las garantías mínimas para todos los pensionados en materia de 
seguridad social establecidas por la norma superior.  



El artículo 279 de la ley 100/93, exceptúa inicialmente y en forma parcial de la aplicación 
del Sistema de Seguridad Social establecido en la Ley 100/93, a los miembros de la 
FUERZA PÚBLICA, a los empleados de ECOPETROL y a los del MAGISTERIO, con el fin de 
proteger los derechos adquiridos, sobre el supuesto de que la normatividad que regulaba 
el régimen prestacional de estos sectores, era superior en garantías al que se establecía 
en el régimen general de seguridad social. 



Encontramos que en realidad  este régimen exceptuado de la Fuerza Pública, se quedó 
atrás de los beneficios superiores que quedaron  consignados en la Ley 100 de 1993. Es 
válido recabar que a la Fuerza Pública se le cobijó como régimen especial, por la 
complejidad de su  misión en procura de mantener el orden público nacional, que 
conlleva a sacrificios personales y familiares3, 365 días al año, sin distingo de dominicales 
ni feriados, día y noche con una elevada exposición de su vida e integridad personal, 
ampliamente conocida por los colombianos.  



La condición de régimen exceptuado de la Fuerza Pública, en realidad es parcial,  toda vez 
que a los pensionados de la Fuerza Pública se les aplica la ley 100/93. El artículo 142, 
contempla el pago de la mesada catorce para los pensionados de las Fuerzas Militares y 
de la Policía Nacional, pago que se viene haciendo sin ninguna objeción por parte de la 
Caja de Retiro. Igualmente a las pensiones de sobreviviente se les aplica el artículo 27, 



                                                 
3
 A la Fuerza Pública no se les reconoce horas extras, dominicales, festivos y sus jornadas de trabajo no son limitadas. 
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relacionado con el pago de contribuciones destinadas al fondo de solidaridad pensional. 
En Igual forma el sistema de salud de la las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, 
hacen aportes a la subcuenta de solidaridad del FOSYGA  en cumplimiento de la precitada 
en ley 100/93. Por lo anterior no se explica porque no se esté dando plena aplicación a lo 
dispuesto en el del artículo 279 parágrafo 4º, que dispone la aplicación de los artículos 
142 y 14 a los pensionados de la Fuerza Pública.  



En 1995 el honorable Congreso de la República promulga la ley 2384,  que tiene la 
finalidad de adicionar un parágrafo (cuarto) al artículo 279 de la ley 100/93. Esta norma 
fue expedida  con el fin de hacer extensivos “los derechos y beneficios” contemplados en 
el articulo 142 y 14 de la Ley 100 (Aumento  anual de oficio, nunca inferior al IPC y pago 
de la mesada catorce), a los pensionados de los regímenes exceptuados, en este mismo 
artículo, (Fuerza Pública, ECOPETROL y Magisterio). 



Con lo anterior el legislador quiso corregir la violación al principio de igualdad que se 
había configurado en la Ley, toda vez que en los artículos 14 y 142 de la ley 100/93, 
fueron creados unos beneficios para unos pensionados dejando por fuera a otros, como 
fue el caso de los pensionados de la Fuerza Pública. La Ley 238 de 1995 en la práctica 
adiciono la normatividad de pensiones de los regimenes exceptuados, en lo que hace 
relación a la mesada 14 y al mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones.   



Esta norma protectora,  fue aplicada adecuadamente por las entidades pagadoras de 
ECOPETROL Y MAGISTERIO,  y lamentablemente  ignorada por la CAJA DE RETIRO entidad 
pagadora de las asignaciones de retiro de las Fuerzas Militares, generando anualmente un 
desmejoramiento de los ingresos de los pensionados Militares, con los demás sectores 
reseñados en este libelo. 



El 30 de diciembre de 2004, el honorable Congreso promulgó la ley marco de pensiones 
N° 923, “mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar 
el Gobierno Nacional  para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de 
los miembros de la Fuerza Pública,  de conformidad con lo establecido en el artículo 150 
numeral 19, literal e) de la Constitución Política”, que entra a regular el sistema de 
pensiones de la Fuerzas Pública.  



Es de resaltar que en el numeral segundo de la ley 923 (Ley marco de pensiones de la 
Fuerza Pública), en comento, “Objetivos y criterios de la ley,  en el numeral 2.4 se recoge 
el mandato constitucional aquí invocado, del mantenimiento del poder adquisitivo de las 
asignaciones de retiro y pensiones  reconocidas en este régimen,5 lo que llena el vació que 
existía en la legislación de Fuerza Pública, despejando cualquier duda en cuanto a la 
observancia del mandado legal y superior de realizar el incremento anual de las 
asignaciones de retiro y pensiones de la Fuerza Pública en porcentajes, igual o superior al 
IPC del año anterior, única herramienta  que permite el mantenimiento del poder 
adquisitivo de las pensiones. 



ASIGNACIONES DE RETIRO Y PENSIONES  



En el régimen pensional de La Fuerza Pública las pensiones se denominan de dos formas: 
Asignaciones de Retiro y pensiones. 



Las asignaciones de retiro: Es una prestación periódica y vitalicia que se concede a los 
miembros de la Fuerza Pública cuando dejan el servicio activo,  por voluntad propia o 
voluntad del Gobierno, previo cumplimiento del pago de cotizaciones a la Caja de Retiro y 



                                                 
4
 LEY  238 de 1995,  •ART. 1º—Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993 con el siguiente parágrafo: 



"PAR. 4º—Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos 
determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados". … 



 
5
 2.4. El mantenimiento  del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y de las pensiones legalmente reconocidas.  
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tiempo mínimo de servicio establecido. La asignación de retiro tal como lo ha dispuesto la 
Honorable Corte Constitucional es una pensión de vejez que en el régimen especial de la 
Fuerza Pública recibe esta denominación.   



La Corte Constitucional en las sentencias C- 251/03/04 y C – 432/07/04, despejaron cualquier 
duda sobre la naturaleza jurídica de las asignaciones de retiro, así:  



Sentencia C- 251/03/04 “En este sentido, es claro que la demanda del ciudadano Corrales 
Larrarte está fundamentada en un supuesto equivocado cual es el de sostener que asignación 
de retiro es igual a salario y por ende afirmar que al personal retirado de las Fuerzas Militares 
se les cancela un sueldo o salario cuando en realidad lo que percibe es una pensión de vejez 
que en el régimen especial de la fuerza pública se denomina asignación de retiro”.  



Sentencia C - 432 de 2004 reitero la jurisprudencia sobre la naturaleza jurídica de la 
Asignación de retiro: “Es una modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de 
vejez y que goza de un cierto grado de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza 
especial del servicio y las funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les 
reconoce. Se trata, como bien lo afirman los intervinientes, de establecer con la denominación 
de “asignación de retiro”, una pensión de vejez o de jubilación para los miembros de la fuerza 
pública,”. (El Subrayado es nuestro) 



Con la anterior interpretación jurisprudencial que hace la honorable Corte Constitucional en 
la mencionada sentencia queda claramente establecido que la asignación de retiro es una 
pensión, con cierto grado de especialidad, pero que al igual que las demás pensiones goza de 
la especial protección que la Constitución y la Ley le conceden a este tipo de protección, y que 
es desconocida por la Caja de Sueldos de Retiro, motivo de esta litis    



La asignación de retiro de conformidad con el artículo 1956 del decreto 1211 de 1990 a la 
muerte del titular al igual que todas las pensiones de los demás regimenes, es sustituible a 
sus beneficiarios como pensión de sobreviviente en el 100% de lo que venía gozando el 
causante.  



Las denominadas pensiones a su vez están clasificadas por su naturaleza, así:  



Pensión de invalidez: Se otorga al miembro de la Fuerza Pública por la pérdida del 50%  o más 
de la capacidad laboral. 



Pensión de sobreviviente: Se otorga a la viuda, al fallecimiento de un miembro de la Fuerza 
Pública que se halle en servicio activo.  



Sustitución Pensional: Es la que se otorga a la viuda al fallecimiento del  titular de la 
asignación de retiro o pensión de invalidez, de conformidad con el  artículo 195 Decreto 1211 
de 1990. 



Con el fin de ilustrar en esta materia particular, permito transcribir importantísimos 
planteamientos jurisprudenciales emanados de la Honorable  Corte Constitucional sobre el 
Régimen Especial de pensiones de la Fuerza Pública,  dentro del marco de  nuestra joven 
Constitución Política de 1991 y su desarrollo legal en esta  materia.  



Estas precisiones la hizo la Honorable Corte Constitucional en sentencia      C- 432 del 6 de 



                                                 
6 ARTÍCULO 195.-  Muerte en goce de asignación de retiro o pensión. A la muerte de un oficial o suboficial de las Fuerzas 
Militares en goce de asignación de retiro o pensión, sus beneficiarios tendrán derecho a una pensión mensual pagadera por el 
tesoro público o por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, equivalente en todo caso a la totalidad de la prestación que venía 
disfrutando el causante, distribuida en el orden y proporción establecida en este estatuto. 
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mayo de 2004, magistrado ponente el doctor Rodrigo Escobar Gil, en el estudio de 
constitucionalidad del Decreto 2070 de 2003 “Por medio del cual se reforma el régimen 
pensional propio de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”. 



La Corte se pronunció en los siguientes términos: 



“VI.    CONSIDERACIONES DE LA CORTE. 



Aclaración previa. 



 2. Antes de proceder al análisis de fondo de las materias planteadas en la demanda y en las 
distintas intervenciones, y teniendo en cuenta que la accionante señala la presunta vulneración 
del artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política, el cual determina que: 
"Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: (...) 
19) Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe 
sujetarse el gobierno para los siguientes efectos: (...) e) Fijar el régimen salarial y prestacional de 
los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública; es 
indispensable que esta Corporación resuelva los siguientes problemas jurídicos: 



¿Qué se entiende por “régimen salarial y prestacional (...) de los miembros de la Fuerza Pública” al 
tenor de lo previsto en el artículo 150, numeral 19, literal e), de la Constitución? 



 ¿Qué naturaleza jurídica tiene la “asignación de retiro” regulada en los artículos demandados del 
Decreto 2070 de 2003?  (El subrayado es nuestro) 



(…) 11. Visto el fundamento y el fin constitucional que se persigue con la creación, desarrollo y 
regulación de un régimen especial prestacional para los miembros de la Fuerza Pública, 
procederá esta Corporación a dar respuesta al otro interrogante planteado, es decir, ¿en qué 
consiste -en concreto- dicho régimen prestacional especial? 



(…) Se puede entonces considerar que un régimen prestacional especial es aquel conjunto 
normativo que crea, regula, establece y desarrolla una serie o catálogo de prestaciones a favor de 
un grupo social determinado que, a pesar de tener su origen en un derecho general o de mayor 
entidad, goza de una regulación propia, en virtud de ciertas características individuales que le 
dotan de plena singularidad. 



(…) En este contexto, como lo ha sostenido esta Corporación, dicho tratamiento diferencial debe 
estar encaminado a mejorar las condiciones económicas del grupo humano al cual se aplica, por 
lo que resultan inequitativos, es decir, contrarios al principio de igualdad, “los regímenes 
especiales de seguridad social que introducen desmejoras o tratamientos de inferior categoría a 



los concedidos por el régimen general” (el subrayado es nuestro) 



Cuando las asignaciones de retiro se incrementan en un porcentaje inferior al del IPC, no 
se está mejorando las condiciones del pensionado, se está desmejorando su situación 
económica, afectando el mínimo vital requerido para el mantenimiento de una vida 
digna. La razón que tuvo el legislador para establecer regimenes exceptuados fue el de 
proteger los derechos adquiridos, no el de establecer diferencia entre los pensionados. 
Los regimenes especiales se ajustan a la nueva Constitución cundo protegen iguales o 
superiores beneficios que los que están establecidos en el régimen general.     



En relación con lo expuesto, esta Corporación en Sentencia C-461 de 1995 (M.P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz), sostuvo que: 



 “(...) Por las razones anteriores la Corte considera que el establecimiento de regímenes 
pensiónales especiales, como aquellos señalados en el artículo 279 de la Ley 100, que 
garanticen en relación con el régimen pensional, un nivel de protección igual o superior, 
resultan conformes a la Constitución, como quiera que el tratamiento diferenciado lejos 
de ser discriminatorio, favorece a los trabajadores a los que cobija. Pero si se determina 
que al permitir la vigencia de regímenes especiales, se perpetúa un tratamiento 
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inequitativo y menos favorable para un grupo determinado de trabajadores, frente al que 
se otorga a la generalidad del sector, y que el tratamiento dispar no es razonable, se 
configuraría un trato discriminatorio en abierta contradicción con el artículo 13 de la 
Carta (...)”. (Subrayado es nuestro) 



“De lo expuesto podemos concluir que la existencia de prestaciones especiales a favor de 
los miembros de la fuerza pública, lejos de ser inconstitucionales, pretenden hacer 
efectivos los principios de igualdad material y equidad, a partir del establecimiento de 
unas mejores condiciones que permitan acceder a un régimen pensional más benéfico en 
tiempo, en porcentajes o en derechos, en aras equilibrar el desgaste físico y emocional 
sufrido durante un largo período de tiempo, por la prestación ininterrumpida de una 
función pública que envuelve un peligro inminente”. (El subrayado es nuestro) 



 “Pero no se trata de reconocer privilegios o prerrogativas que desborden el contenido 
prestacional de la garantía a la seguridad social, es decir, la regulación especial que para 
el efecto establezca, debe enmarcarse dentro del fin constitucional que cumplen los 
preceptos superiores que la autorizan (C.P. artículos 150, numeral 19, literal e) y 217 y 
218), y, además, debe ser proporcional a los hechos que le sirven de causa. En esta 
medida, dichas prestaciones resultan razonables y proporcionales si permiten nivelar a 
los miembros de la fuerza pública con el resto de servidores del Estado, a través del 
señalamiento de derechos prestacionales que repongan el desgaste físico y emocional a 
que se someten los primeros, principalmente en razón de sus servicios. De lo contrario, 
esto es, si el objetivo de la prestación desborda los citados límites, el reconocimiento de 
dicha prestación resulta inconstitucional, pues otorga un beneficio carente de una causa 
constitucional real y efectiva”.  (El subrayado es nuestro) 



El Director de la Caja de Sueldos de Retiro, aquí demandada,  al realizar el incremento 
anual de las asignaciones de retiro aplicando un porcentaje inferior al del IPC del año 
anterior,  esta contradiciendo la interpretación que del régimen especial ha hecho la 
Corte Constitucional, pues lejos de lograr la nivelación de los retirados de la Fuerza 
Pública con el resto de pensionados, lo que se está es generando una desigualdad, 
contraria al espíritu que animó al constituyente primario y al legislador,  al establecer un 
régimen especial pensional para los miembros de la Fuerza Pública. 



Los regimenes de pensiones, son predicables para los trabajadores que  están 
“construyendo” una pensión, pero no para los pensionados, ya que estos al llenar los 
requisitos establecidos en la ley obtienen una condición especial, que los hace 
merecedores de un tratamiento y una protección especial establecida en la constitución y 
en la ley.  El Régimen para los pensionados es uno solo, el que está establecido en la 
constitución y en la ley.  



La Honorable Corte Constitucional en sentencia C- 461 del 12 de octubre de 1995 
resolviendo un tema similar al aquí planteado estableció: “la carta no establece 
diferenciaciones dentro del universo de los pensionados. Por el contrario, consagra la 
especial protección de las pensiones  y de las personas de la tercera edad. No obstante, 
el legislador puede diseñar regimenes especiales para determinado grupo de pensionados, 
siempre que tales regimenes se dirijan a la protección de bienes o derechos 
constitucionalmente protegidos y no resulten discriminatorios” (el subrayado y negrilla es 
nuestro) 



Tal como lo dispone la Corte los pensionados conforman un universo que está por encima 
del régimen pensional mediante el cual obtuvieron la respectiva pensión, y se rigen por 
los mínimos constitucionales como son, el reajuste periódico, el pago oportuno y el 
mantenimiento del poder adquisitivo de las respectivas mesadas, y “por ningún motivo  
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podrá dejarse de pagar, congelar o reducir el valor de las mesadas”7 Cundo la Caja en los 
incrementos anuales aplica un porcentaje inferior al del IPC está reduciendo el valor de la 
mesada pensional de mi poderdante, esta congelando su valor, está violando la 
constitución y la ley.  



PROMUNCIAMIENTO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL SOBRE LA APLICACIÓN DE LA LEY 
238 EN EL INCREMENTO DE LAS PENSIONES ESTABLECIDAS EN EL DECRETO 1212 DE 1990 



La Corte Constitucional en la Sentencia C - 941 de 2003, con ponencia del honorable 
magistrado ALVARO TAFUR GALVIS en el estudio de la  “Demanda de Constitucionalidad 
parcial del artículo 151 del decreto 12128 de 1990” se pronunció sobre la aplicación del 
artículo 14 de la Ley 100 de 1993, respecto del reajuste anual de las pensiones 
contempladas en el decreto 1212 de 1990, así:  
 
VI. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
 
(…) “Es decir que en relación con el reajuste de las pensiones para oficiales y suboficiales 
de la Policía Nacional o sus beneficiarios reconocidos de acuerdo con el Decreto 1212 de 
1990, claramente resulta aplicable el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, pues el artículo 1º 
de la ley 238 de 1995 se refiere específicamente a los pensionados de los sectores que 
fueron excluidos por el artículo 279 de la ley 100 de 1993. (El subrayado es nuestro) 
 
(…) “Para la Corte como se desprende de las consideraciones preliminares de esta 
sentencia en virtud de la Ley 238 de 1995 en el caso de la liquidación de las pensiones que 
se establezcan en el decreto 1212 de 1990, la norma aplicable es el artículo 14 de la ley 
100 de 1993, por lo que en manera alguna puede considerarse que en este caso se esté 
estableciendo una discriminación para los oficiales y suboficiales de la Policía Nacional 
frente a la situación de los servidores a los que se les aplica el régimen general de la Ley 
100 de 1993 pues es exactamente el mismo régimen el que resulta aplicable”   



 
PRONUNCIAMIENTO  DEL MINISTERIO DE HACIENDA SOBRE LA APLICACIÓN DE LA LEY 
238 EN EL INCREMENTO DE LAS PENSIONES ESTABLECIDAS EN EL DECRETO 1212 DE 
1990. 
 
El Ministerio de Hacienda representado por la doctora MAGDIELA DE LA CARRERA 
FRANKY se constituyó en parte en la demanda de inconstitucionalidad parcial del artículo 
151 del Decretó 1212 de 19909, en alegato  
presentado el día 15/05/03 ante la Secretaría General de la Corte Constitucional,  sentó su  
posición en cuanto a la aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993, en cuanto el 
aumento anual de las pensiones contempladas en el Decreto 1212 de 1990, en desarrollo 
de la Ley 238 de 1995 en los siguientes términos:  
 
EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO señaló:  
 
2) DE LA ASIGNACION DE RETIRO Y LAS PENSIONES 
 
“Ahora bien, dado que la demanda se refiere a dos tipos de prestaciones diferentes, la 
asignación de retiro y las pensiones, nos referiremos a cada una de ellas por separado.” 
 
B- Pensiones de Invalidez y sobrevivencia: 



  



                                                 
7
 Articulo 48 constitución política, adicionado por el Acto Legislativo 01 del 22 de julio de 2005 



 
9
 El artículo 151 del decreto 1212/90 es para oficiales y suboficiales de la Policía, el 169 del decreto 1211/90 para Oficiales y 



Suboficiales de las Fuerzas Militares y el 130 del decreto 1213/90 para los agentes de la policía, su contenido es idéntico. 
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(…) “El artículo 14 de la Ley 100 de 1993, que se refiere a los incrementos de las pensiones 
en nuestro caso de invalidez y sobrevivientes, indica que estas deberían ajustarse 
anualmente según la variación porcentual del IPC y que aquellas cuyo monto mensual 
sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, se reajustarían con el mismo porcentaje 
en el que se incremente dicho salario” 
 
(…) “No obstante lo anterior, si alguna vez existió duda al respecto de este aspecto, tal 
como lo señalan los mismos actores, la Ley 238 de 1995 precisó que los beneficios 
consagrados en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 deberían aplicarse también a los 
miembros de la Fuerzas Armadas, lo que referido al caso particular implica que a tales 
pensiones se debe aplicar la fórmula de incremento establecida en la Ley 100 de 1993”. 
 
“Así, bien existe un régimen excepcional para las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en 
otros aspectos, en materia de incrementos anuales al de las pensiones, no existe tal 
diferencia, pues así lo previo adicionalmente la Ley 238 de 1995”. (El subrayado es 
nuestro) 
 
“Adicionalmente, no sobra advertir que desde que los incrementos a estas pensiones, 
desde la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 y hasta la actualidad se aplica tal 
como lo previó esta disposición en su artículo 14”. (Negrilla es nuestra)  
 
Con la anterior precisión de MINHACIENDA, podemos llegar a dos conclusiones: El 
Ministerio, le mintió a la Corte Constitucional, tipificando “falsedad ideológica”, toda vez 
que lo que afirma en su alegato trascrito, no es cierto, a las pensiones de la Fuerza Pública 
a partir del año de 1997 se les ha venido aplicando incrementos anuales, por debajo al del 
IPC, o la Caja demandada, no está cumpliendo con las instrucciones y políticas emanadas 
por el ministerio, en los incremento anual de las pensiones. 



IV.- NORMAS  VIOLADAS 



Considero que con el desconocimiento del mandato constitucional y de normas legales que 
protegen la seguridad social, la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES ha trasgredido 
nuestra Constitución Política en su preámbulo y los artículos 2º, 4º, 13º, 46º, 48º y 53º. 
Igualmente desconoció la Ley 238 de 1995 en su artículo 1º,  la Ley 100 de 1993 en los 
artículos 14 y 279 en su parágrafo 4º y ley 4ª de 1992 en su artículo 2º literal a) 



V.- CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 



 
1. EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD POR PRIMACÍA DE LA NORMA 



CONSTITUCIONAL FRENTE A LA LEGAL. 



LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES sustenta su negativa de conceder los 
reajustes  solicitados, en que los aumentos a las asignaciones de retiro de la Fuerza 
Pública a su cargo, fueron reajustados de conformidad con las disposiciones vigentes, 
tomando en cuenta  los decretos que anualmente expide  el Gobierno para fijar los 
sueldos básicos del personal en servicio activo en el respectivo año: D.107/96, 122/97, 
58/98, 62/99, 2724/00, 2734/01, 745/02, 3552/03 y 4158/04.    



En la anterior argumentación la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, desconoce 
la supremacía constitucional sobre la norma legal,  afirmación que me permito sustentar 
de la siguiente manera: 



a. Desde el preámbulo de nuestra carta magna, se dispone asegurar la igualdad y un 
orden social justo para los colombianos, pilar constitucional ratificado en su artículo 
2º como fines esenciales del estado y de obligatoria observancia por parte de sus 
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autoridades.  



b. El Artículo 4º de la Constitución Política señala que: “La Constitución es norma de 
normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales.  Es deber de los nacionales y 
de los extranjeros acatar la Constitución y las leyes…”  



c. Igualmente el artículo 4º es concordante con los artículos 1º, 2º, 3º, y 95,  de la 
misma Carta; cuando se presentan incompatibilidades entre constitución y ley, debe 
inaplicarse la norma legal,  acudiéndose a la excepción de inconstitucionalidad, 
facultad que deben observar con mayor prioridad las autoridades que tienen 
jurisdicción y competencia como en el caso concreto: la CAJA DE RETIRO DE LAS 
FUERZAS MILITARES.  



d. Para los años motivo de la presente reclamación, el régimen pensional para las 
Fuerzas Militares, estaba dispuesto en el decreto Ley 1211 de 1990, norma  anterior 
a la actual constitución política, carta que garantiza a los pensionados el 
mantenimiento del poder adquisitivo de sus mesadas. 



e. El decreto ley 1211 precitado, fue expedido en el año de 1990; al momento de 
entrar en vigencia, no existía el mandato constitucional del derecho fundamental de 
la seguridad social, reconocido por la Honorable Corte Constitucional como tal, en 
cuanto está estrechamente ligado a la vida digna del asociado Art. 46 CN, y  del 
mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. (Arts. 48 y 53) 



f. Considero que en el caso sub examine, se han presentado, voluntaria o 
involuntariamente, inaplicación de la norma adecuada, justamente por el exceso 
normativo  existente y por el advenimiento novedoso de reciente reforma  
constitucional, garantista de los derechos fundamentales.     



g. Adicional al artículo 4º de nuestra joven carta magna, es el código civil colombiano 
quien claramente señala el camino de aplicación preferente de normas sobre un 
mismo tema, así:  



a) Su artículo 10º: Reglas sobre disposiciones incompatibles entre sí,  recoge 
el artículo 5º de la ley 57 de 1887: (…) “Cuando haya incompatibilidad 
entre una disposición constitucional  y una legal, preferirá aquella. . .” 



b) Igualmente nuestro estatuto civil en este mismo artículo 10º, cita el 
artículo 9º de la ley 153 de 1887, Supremacía de la Constitución, 
disponiendo: “La  Constitución es ley reformatoria y derogatoria de la 
legislación preexistente. Toda disposición legal anterior a la Constitución 
y que sea claramente contraria  a su letra o a su espíritu, se desechará 
como insubsistente”   



c) En síntesis, en el caso aquí demandado por ajustarse milimétricamente a 
los postulados constitucionales y legales vigentes, debe aplicarse de 
preferencia los artículos constitucionales  números  4, 13, 46, 48 y 53, y 
de la ley 100 de 1993, los artículos 14 y 279 parágrafo 4º, remplazando 
las norma anteriores a estas, como en el caso concreto al decreto ley 
1211/90, por cuanto es contrario a la letra y espíritu constitucional, pero 
la Caja aquí demandada, no cumple estas normatividades en el aumento 
anual de las pensiones a su cargo. 



h. La Honorable Corte Constitucional ha venido declarando inexequibles varios 
artículos del Decreto 1211/90,  por ser contrarios a la nueva Constitución y al 
nuevo ordenamiento del Sistema General de Seguridad Social. (C-182 - 1997) 
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i. Reitero que nuestra garantista carta magna, en su artículo 48 último inciso y el 
artículo  53 inciso 3º, disponen  la anterior garantía, que de la mano con el artículo 
13 constitucional, no permite aplicación de norma  contraria,  so pena de incurrir 
en nulidades. 



j. Durante la vigencia del decreto 1211 de 1990, que regula la carrera de los oficiales 
y suboficiales de las Fuerzas Militares, respecto de las pensiones,  se ha venido 
aplicado el Artículo 169 que contempla  “el principio de oscilación” el cual dispone 
que  llas asignaciones de retiro y las pensiones de que trata este  decreto, se 
liquidan tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en 
las asignaciones del personal en  actividad para cada grado.  



k. La Caja de Retiro aquí demandada,  con el fin de hacer los aumentos anuales a las 
asignaciones de retiro a su cargo, toma  lo dispuesto en el artículo 169 de decreto 
1211 de 1990, para ello espera a que el Gobierno Nacional expida el decreto 
mediante el “cual fija los sueldos básicos” de los miembros activos de la Fuerza 
Pública, y sobre esa nueva base liquida las pensiones y asignaciones de retiro, de 
conformidad con el grado que ostentaban al momento de adquirir el derecho, sin 
detenerse a observar si el porcentaje incrementado esta ajustado a la constitución 
y la ley. 



l. Es importante reseñar que los Decretos 107/96, 122/97, 58/98, 272/00, 2737/01, 
745/02, 3552/03 y 4158/04, mediante los cuales se fijan las asignaciones básicas 
para personal activo de la Fuerza Pública en el respectivos años, no señalan 
expresa ni tácitamente ningún tipo de incrementos para las pensiones y 
asignaciones de retiro a cargo de las Cajas de Retiro.  



m. El anterior procedimiento es irregular en cuanto, la Caja  al aplicar los aumentos de 
las asignación de retiro a su cargo,  no ha tenido en cuenta que los porcentajes 
incrementados a los salarios del personal activo, en varias oportunidades,  han 
sido inferiores al IPC del año anterior, lo que los hace inaplicables legalmente para 
el caso de las pensiones a su cargo, porque reitero, en ningún caso, estos pueden 
ser inferiores al IPC del año anterior. (Artículo 48 último inciso,  artículo  53 inciso 
3º de la CP.  y art. 14 de la ley 100/93 )   



n. En razón de lo anterior, cuando los incrementos de las asignaciones de retiro de la 
Fuerza Pública han sido en un porcentaje inferior al del IPC, no se está dando 
cumplimiento a lo establecido en los artículos  constitucionales 48 y 53, que 
consagran el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones10, se está 
reduciendo y congelando su poder adquisitivo. 



Como se aprecia, Señor Juez, el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones 
es de orden superior y de aplicación preferencial ante cualquier  norma legal que le sea 
contraria, encontrándose por consiguiente,  que el principio de oscilación que se le está 
aplicando a mi cliente, es válido y constitucional aplicable, en la medida  que los 
porcentajes de aumentos anuales del personal en servicio activo,  sean iguales o 
superiores al IPC, del año anterior,  certificado por el DANE.  



En el caso de ser inferiores, como en el caso de los hechos aquí  comentados, este 
principio, el de oscilación,  es abiertamente contrario al mandato constitucional y no 
debe ser aplicado por cuanto desconoce la supremacía constitucional, y debe acudir al 
régimen general aplicando el artículo 14 de la Ley 100 de 1993 tal como lo dispone la 



                                                 



10
 “ARTÍCULO 48…“la Ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder 



adquisitivos constantes” 



ARTÍCULO 53...”El Estado garantizará el derecho al pago oportuno y el reajuste periódico de las pensiones legales” 
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Ley 238 de 1995. 



En el marco del actual ordenamiento constitucional, el Gobierno Nacional tiene facultad 
para fijar las asignaciones básicas en la oportunidad y en los porcentajes que estime 
conveniente; Pero tratándose  de pensiones,  su reajuste  debe surtirse de oficio el 1º 
de enero de cada año y en porcentaje, jamás inferior al IPC del año anterior;  por ello,  
no son aplicables los mismos criterios para decretar aumentos de salarios y aumento de   
pensiones, por cuanto constitución y ley,  han previsto tratamientos diferentes.  



Jurisprudencialmente tenemos también sólidos soportes que aclaran el tema en 
estudio: La  Sentencia C-182 de 1997, en la que estudiando la constitucionalidad del 
artículo 174 del decreto 1211 de 1990, norma en que se respalda la Caja de Retiro para 
expedir el acto administrativo que se demanda, y con ponencia del Dr. HERNANDO 
HERRERA VERGARA, la Honorable Corte se pronunció sobre el sometimiento a la 
Constitución de los “Regímenes Excepcionales” y en este caso, el de la Fuerza Pública, 
así: 



(…) “Ha señalado esta Corporación en relación con el establecimiento de los llamados 
"Regímenes Excepcionales", que ellos se ajustan al ordenamiento constitucional, en 
cuanto suponen la existencia de unas condiciones prestacionales más favorables para 
los trabajadores a quienes comprende y cuya finalidad es la preservación de los 
derechos adquiridos. Pero, cuando consagren para sus destinatarios un tratamiento 
inequitativo frente al que se otorga a la generalidad de los trabajadores cobijados por 
el régimen previsto en la Ley 100 de 1993, estas regulaciones deberán ser 
descalificadas en cuanto quebrantan el principio constitucional de la igualdad”. (El 
subrayado y negrilla es nuestro) 



De acuerdo con lo posición de la Honorable Corte,  queda claramente definida la 
primacía del ordenamiento constitucional frente a las demás  normas, así se trate de 
regímenes especiales como el establecido en el decreto 1211 de 1990. Por consiguiente, 
hacer incrementos anuales a las asignación de retiro en un porcentaje inferior al índice 
de precios al consumidor (IPC) es contrario a lo establecido en el régimen constitucional 
(artículos 48 y 53) y a la Ley 100 de 1993, artículo 14, concomitantes con el artículo 13 
de la Carta Política. 



En consideración a lo anterior, la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES, al fijar el 
incremento anual de la pensión de mi poderdante, debió descalificar, tal como lo 
ordena la Honorable Corte, el Artículo 169 del Decreto 1211 de 1990, en los años en 
que  el porcentaje a incrementar, fue inferior al del IPC del año anterior y en aplicación 
de principio de favorabilidad de la Ley establecida en el artículo 53 de la constitución,  
aplicar la norma general de pensiones, ley 100 de 1993 articulo 14.  



No aplicar el nuevo espíritu y letra constitucional, es desconocer su supremacía, lo cual 
genera un tratamiento inequitativo a los pensionados de la Fuerza Pública,  frente al 
que se otorga a la generalidad de los pensionados cobijados con el régimen previsto en 
la Ley 100 de 1993, como al artículo 1º de  Ley 238 de 199511.  



 



2. VIOLACIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL DE IGUALDAD. 



 



Este derecho ha sido consagrado en el Artículo 13 de la Carta Fundamental en los 
siguientes términos: "Todas las personas nacen libres e iguales ante la Ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 



                                                 
11



 ART. 1º—Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993 con el siguiente parágrafo: “PAR. 4º—Las excepciones 
consagradas en el presente artículo no implican negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de 
esta ley para los pensionados de los sectores aquí contemplados". 
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nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados. 



El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan"  



Es en nuestro sentir, la reafirmación  del principio y derecho constitucionalmente 
fundamental de igualdad ante la ley,  tiene por objeto materializar en forma progresiva 
las condiciones sociales, económicas y culturales que reduzcan al máximo los 
desequilibrios existentes en las oportunidades del desarrollo humano. 



Cuando LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES en el acto administrativo 
objeto de estudio y sustento de esta demanda, niega una prestación fundamental, 
apoyándose en la tesis de la existencia de un régimen especial, adopta un tratamiento 
inequitativo,  por cuanto ya lo expresé suficientemente, este al permitir la aplicación de 
porcentajes inferiores al del IPC en los incrementos anuales de las pensiones de la 
Fuerza Pública, no se ajusta a los mínimos dispuestos por el sistema general de 
Seguridad Social.  



Reafirma mi argumentación constitucional y legal, la nutrida jurisprudencia que sobre 
este tema ha producido nuestra Honorable Corte Constitucional, en especial  la que a 
continuación citaré: 



Al referirse  al Régimen Especial de pensiones de la Fuerza Pública, es la sentencia  C - 
432 del 06 de mayo de 2004, MP. Dr. Rodrigo Escobar Gil, la que fija los parámetros de 
aplicación: (…)  “como lo ha sostenido esta Corporación, dicho tratamiento diferencial 
debe estar encaminado a mejorar las condiciones económicas del grupo humano al cual 
se aplica, por lo que resultan inequitativos, es decir, contrarios al principio de igualdad, 
“los regímenes especiales de seguridad social que introducen desmejoras o 
tratamientos de inferior categoría a los concedidos por el régimen general”. (Subrayado 
es nuestro) 



Evidenciamos que en el tema de aumento anual de las  asignación de retiro de la Fuerza 
Pública, cuando este se ha realizado por debajo del IPC,  se está dando un tratamiento  
discriminatorio a mi poderdante, en abierta contradicción con el artículo 13 de la Carta 
Política, toda vez que en este sistema,  no existe prestación adicional alguna que 
compense al pensionado la pérdida del poder adquisitivo, al recibir incrementos 
anuales por debajo del IPC, especialmente  en esta economía, caracterizada por los 
elevados índices de inflación anual. 



 



En sentencia T - 432 de junio 25 de 1992,  la Corte Constitucional  al analizar  las 
implicaciones de este derecho expresó: 



"El principio de la igualdad se traduce en el derecho a que no se instauren excepciones o 
privilegios que exceptúen a unos individuos de lo que se concede a otros en idénticas 
circunstancias, de donde se sigue necesariamente, que la real y efectiva igualdad 
consiste en aplicar la ley en cada uno de los acaecimientos según las diferencias 
constitutivas de ellos. El principio de la justa igualdad exige precisamente el 
reconocimiento de la variada serie de desigualdades entre los hombres en lo biológico, 
económico, social, cultural, etc., dimensiones todas ésas que en justicia deben ser 
relevantes para el derecho".   



 
Un caso concreto ilustra el anterior planteamiento, donde iguales circunstancias, deben 
tener el mismo tratamiento: 
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La Honorable Corte Constitucional en Sentencia C- 461/95, atendiendo demanda de los 
trabajadores de ECOPETROL, quienes al igual que los del MAGISTERIO y FUERZA 
PÚBLICA,  son regímenes exceptuados de la aplicación del sistema general de seguridad 
social (Ley 100/93, art. 279), despachó favorablemente las pretensiones de la demanda, 
otorgando los derechos contemplados en el artículo 142 ibidem (mesada 14) 
extendiendo este derecho para todos los pensionados y la aplicación del artículo 14 
ibidem (Incremento anual observando el IPC) , con el sabio y preciso  argumento de que 
la “Carta Política no hace diferencia alguna dentro del universo de los pensionados. 
Por el contrario, consagra la especial protección de las pensiones y de las personas de 
tercera edad”  (Subrayado es nuestro). 
 
Si como lo afirma la honorable Corte Constitucional, los pensionados conforman un 
universo en donde no existe diferencia entre ellos, sin importar el régimen mediante el 
cual obtuvieron tal condición, la constitución les consagro una protección por igual. No 
se explica el proceder de la Caja de Retiro, de darle a los pensionados a su cargo, un 
tratamiento desigual al que se le da a los demás pensionados, lo que constituye una 
clara violación al derecho a la igualdad establecido en el artículo 13 de la CN. “Trato 
igual a los iguales y desigual a los desiguales”, si todos los pensionados están en pie de 
igualdad deben de recibir igual tratamiento constitucional.     



 



3. PROTECCIÓN AL ADULTO MAYOR, ARTÍCULO 46 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. 



ARTÍCULO 46: “El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y 
asistencia de la persona de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa 
y comunitaria”. 



La Caja de Retiro con su política de incrementar las asignaciones de retiro establecidas 
en el decreto 1211 de 1990, con la interpretación normativa que aplica, nuevamente 
vulnera el mandato superior contenido en el artículo 46, que asigna al Estado, la 
responsabilidad de proteger al adulto mayor.  



Mi poderdante es un adulto mayor, quien depende exclusivamente de su mesada 
pensional, para suplir sus necesidades básicas, no cuenta con otros medios de 
subsistencia para él y su familia; la pérdida del poder adquisitivo de su pensión, 
producto de la ausencia de un incremento anual igual o superior al IPC,  está afectando 
su calidad de vida digna al ser disminuido su mínimo vital. 
 
La caja de Retiro demandada, a partir del año 1997 realizó a la asignación de retiro de 
mi poderdante los siguientes incrementos: 



 



AÑO 
IPC 



AÑO 
ANTERIOR 



INCREMENTO 
REALIZADO 



DIFERENCIA A REAJUSTAR 



1997 21.63 % 21.37% 0.26% 



1999 16.70% 14.91% 1.79% 



2001 8.75% 5.85% 2.90% 



2002 7.65% 4.98% 2.67% 



2003 6.99% 6.22% 0.77% 



2004 6.49% 5.45% 1.04% 
TOTAL  PORCENTAJE  ACUMULADOS EN SU CONTRA         9.43%   



 
Como se puede observar,  LA CAJA DE RETIRO  ha dejado de aumentar en este caso 
concreto, 9.43%, afectando sustancialmente al poder adquisitivo de la asignación de 
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retiro de mi poderdante.  
  
El constituyente primario al instituir como derecho fundamental el mantenimiento del 
poder adquisitivo de las pensiones, no hizo diferenciación entre el universo de los 
pensionados para concederles  este beneficio con el cual se pretende,  que el adulto 
mayor pensionado, conserve una vida digna. 
 
A mi poderdante en lo particular, se le ha desconocido este derecho y protección 
constitucional,  por cuanto en los últimos catorce (14) años ha tenido un decremento 
equivalente al 9.43%  de sus mesadas, reduciendo en esta medida su capacidad de 
compra, recabando respetuosamente, que ella depende económicamente para suplir 
sus necesidades básicas, de esta asignación.  
 
Vale la pena aclarar que realmente el porcentaje perdido es mucho más alto, por 
cuanto los incrementos que se han  realizado, están liquidados sobre una base inferior a  
la  que corresponde si se hubiesen hecho los ajustes  de acuerdo a la constitución y la 
ley. 
 
La corte Constitucional en diversas sentencias se ha referido al tema de la protección al 
adulto mayor, especialmente en la C-387, del 1º de septiembre de 1994 (MP. Dr. Carlos 
Gaviria Díaz): 



"El reajuste de las pensiones, tanto para los que devengan pensiones superiores al 
mínimo como para aquellos cuyas mesadas son iguales a éste, tiene como objetivo 
primordial proteger a las personas de la tercera edad (art. 46 CN.), quienes por sus 
condiciones físicas, ya sea por razón de la edad o por enfermedad, se encuentran 
imposibilitados para obtener otra clase de recursos para su propia subsistencia y la de 
su familia. De no existir tales reajustes las pensiones se convertirían en irrisorias, pues la 
devaluación de la moneda hace que pierdan su capacidad adquisitiva, en detrimento de 
los pensionados". (El subrayado es nuestro)  



Igualmente la C - 461/95, reafirma la protección al adulto mayor pensionado de la 
siguiente manera: “4. La Carta Política no establece diferenciaciones dentro del 
universo de los pensionados. Por el contrario, consagra la especial protección de las 
pensiones y de las personas de la tercera edad. No obstante, el legislador puede 
diseñar regímenes especiales para determinado grupo de pensionados, siempre que 
tales regímenes se dirijan a la protección de bienes o derechos constitucionalmente 
protegidos y no resulten discriminatorios.” (Negrilla es nuestra) 



Considero que con su actuar,  la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES esta 
desconociendo la protección especial que la Constitución Política le asigna como agente 
del Estado, de brindar especial atención a las personas de tercera edad, en este caso a 
mi prohijado. 



 



4. MANTENIMIENTO DEL PODER ADQUISITIVO DE LAS PENSIONES ARTÍCULOS 48 Y 53 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. 



“ARTÍCULO 48…“la Ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones 
mantengan su poder adquisitivo constante” (Subrayado es mío) 



“Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de 
acuerdo con la ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse 
el valor de la mesada de las pensiones reconocidas conforme a derecho” (Subrayado es 
mío) 



ARTÍCULO 53 (...) “El Estado garantizará el derecho al pago oportuno y el reajuste 
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periódico de las pensiones legales”. 
 
La Honorable Corte Constitucional en reiteradas sentencias ha sentado jurisprudencia 
relacionada con la naturaleza jurídica de las asignaciones de retiro, determinando que esta es 
una pensión de vejez, que en el régimen de la Fuerza Pública se le da este nombre.  Si la 
asignación de retiro es una pensión se le debe dar el mismo trato que la Constitución Política 
contempla para las pensiones, como es el mantenimiento del poder adquisitivo, el reajuste 
periódico y el pago oportuno, (Art. 48 y 53 C.P). 



Me permito aportar a loa honorables Magistrados las piezas jurisprudenciales de la honorable 
Corte Constitucional: 



Sentencia C- 251/04 “En este sentido, es claro que la demanda del ciudadano Corrales 
Larrarte está fundamentada en un supuesto equivocado cual es el de sostener que 
asignación de retiro es igual a salario y por ende afirmar que al personal retirado de 
las Fuerzas Militares se les cancela un sueldo o salario cuando en realidad lo que 
percibe es una pensión de vejez que en el régimen especial de la fuerza pública se 
denomina asignación de retiro”. (La negrilla y subrayado es nuestro) 



Sentencia C - 432 de 2004: la Asignación de retiro: “Es una modalidad de prestación 
social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de un cierto grado de especialidad 
(en requisitos), atendiendo la naturaleza especial del servicio y las funciones que 
cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce. Se trata, como bien lo afirman 
los intervinientes, de establecer con la denominación de “asignación de retiro”, una 
pensión de vejez o de jubilación para los miembros de la fuerza pública,”. (El Subrayado 
es nuestro) 
 
Quiero hacer énfasis que la CAJA DE SUELDOS aquí demandada, no ha tenido en cuenta 
los anteriores mandatos superiores; estos derechos consignados en la carta magna, 
desarrollados legalmente en la ley 100 de 1993, artículo 14,  extendidos por  el 
legislador a los pensionados de la Fuerza Pública, mediante  ley  238 de 1995, 
igualmente consignado en la ley 92312 del 30de diciembre de 2004. 



En consecuencia, constituye para las autoridades pagadoras de las pensiones,  la 
obligación de hacer de oficio,  el reajuste anual en los porcentajes mínimos que aquí se 
reclaman. (IPC)  



Me permito complementar la anterior postura, reiterando   pronunciamientos de la 
Honorable Corte Constitucional, quien interpretando la Constitución Política en lo 
relacionado con el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones se ha 
manifestado así: 



  



Sentencia C – 409  del 15 de septiembre de 1994, MP.  Dr. HERNANDO HERRERA V. 
“Considera la Corte que la desvalorización constante y progresiva de la moneda, que 
conlleva la pérdida del poder adquisitivo del salario, originado en el fenómeno 
inflacionario, es predicable para los efectos de decretar los reajustes anuales a todas las 
pensiones de jubilación sin distinción alguna”(El subrayado es nuestro). 



 



Como bien lo afirma la corte, el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones es 
para todas, sin distinción alguna, y esto incluye a las de la Fuerza Pública. 
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 Ley 923/04 Articulo 2.4 El mantenimiento del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y de las pensiones legalmente 
reconocidas. 
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5. PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD LABORAL/PRINCIPIO IN DUBIO PROOPERARIO  
ARTICULO 53 C.P y 21 del CST. 



 
Señor Juez el artículo 53 de la Constitución Política,  trae resuelto el problema que se le 
podría presentar al administrador en cuanto a la duda, de cual norma aplicar, cuando las 
disposiciones de los regímenes especiales son menos favorables que la establecida en el 
régimen general.  
 
En el caso que nos ocupa,  la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES para realizar el 
incremento anual de las asignaciones de retiro se le presentan dos circunstancias:  



 Aplicar el principio de oscilación establecido en el artículo 169 del D. 1211/ 90 
que consiste, en liquidar anualmente las asignaciones de retiro, tomando  las 
asignaciones básicas que el Gobierno Nacional fija anualmente para el 
personal en servicio activo, o  



 Realizar los incrementos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de 
la Ley 100 de 1993 aplicando el IPC del año anterior, tal como lo dispuso la ley 
238 de 1995. 



 
Válido es recordar que en materia laboral, es el artículo 53 de la Carta Magna quien 
precisa la aplicación del principio DE FAVORABILIDAD, cuando señalando los Principios 
mínimos fundamentales, en materia laboral, dispone:  
 “(….) Irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en las normas laborales; 
facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más 
favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes 
formales del derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los 
sujetos de las de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social” 



 
La Honorable Corte Constitucional en sentencia C- 168 del 20 de abril de 1995, con 
ponencia del doctor CARLOS GAVIRIA DIAZ interpretando el artículo 53 de nuestra 
constitución sentó la siguiente jurisprudencia: 



 
“e. La condición más beneficiosa  



  
(….) En el inciso final, que es el precepto del cual deduce el actor la existencia de la 



denominada "condición más beneficiosa" para el trabajador, concretamente de la parte que 
se resaltará, prescribe: "la ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden 
menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores".  
 



“De otra parte, considera la Corte que la "condición más beneficiosa" para el trabajador, 
se encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de 
favorabilidad que se consagra en materia laboral, no sólo a nivel constitucional sino 
también legal, y a quien corresponde determinar en cada caso concreto cuál norma es 
más ventajosa o benéfica para el trabajador, es a quién ha de aplicarla o interpretarla. En 
nuestro Ordenamiento Superior el principio de favorabilidad se halla regulado en los 
siguientes términos: "situación más favorable al trabajador en caso de duda en la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho", precepto que debe 
incluirse en el estatuto del trabajo que expida el Congreso.”  



  
“De conformidad con este mandato, cuando una misma situación jurídica se halla 
regulada en distintas fuentes formales del derecho (ley, costumbre, convención  
colectiva, etc.), o en una misma, es deber de quien ha de aplicar o interpretar las normas, 
escoger aquella que resulte más beneficiosa o favorezca al trabajador”. (El subrayado es 
nuestro) 
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Igualmente el  Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 21, contempla el principio de 
favorabilidad, así: "En caso de conflicto o duda sobre la aplicación de normas vigentes de 
trabajo, prevalece la más favorable al trabajador. La norma que se adopte debe aplicarse 
en su integridad"; se parte entonces del presupuesto de la coexistencia de varias normas 
laborales vigentes que regulan una misma situación en forma diferente, evento en el cual 
habrá de aplicarse la norma que resulte más benéfica para el trabajador. Dicho principio 
difiere del "in dubio pro operario", según el cual toda duda ha de resolverse en favor del 
trabajador; porque en este caso tan sólo existe un precepto que reglamenta la situación 
que va a evaluarse, y como admite distintas interpretaciones, se ordena prohijar la que 
resulte más favorable al trabajador.          



  
Un reciente pronunciamiento del Honorable Tribunal Contenciosos Administrativo de 
Cundinamarca, SECCION SEGUNDA SUBSECCION C, Exp. No. 01-0519, Demandante: José 
Gustavo Rojas Casadiego, Demandada: Nación - Ministerio de Defensa Nacional -
Comando Armada Nacional. Magistrado Ponente: Doctor ILVAR NELSON J. AREVALO 
PERICO,  en situación similar al que aquí se demanda, sentenció: “(…)  De conformidad con 
el artículo 53 de la CP de 1991, en caso de duda en la interpretación y aplicación de las 
fuentes formales del derecho debe aplicarse la situación más favorable al trabajador o 
servidor público”. (El subrayado es nuestro) 



Por lo anterior Señor Juez, el  Director de LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 
MILITARES,  al no encontrar expresamente definida en la Ley la forma de realizar el 
incremento anual de las pensiones o asignaciones de retiro de los miembros de la Fuerza 
Pública, en aplicación del principio de favorabilidad,  debió de aplicar el porcentaje más  
alto, entre el decretado por el Gobierno Nacional para fijar las asignaciones básicas del 
personal en servicio activo y el del IPC aplicado a las pensiones en todos los regímenes. 



En este orden de ideas, consideramos que el señor director de la Caja demandada, al 
realizar el aumento anual de la asignación de retiro,  en un porcentaje por debajo del IPC, 
actuó en abierta contradicción con el artículo 53 de la constitución que contempla en 
materia laboral el  principio de favorabilidad que le asiste a mi poderdante de acuerdo a 
los planteamientos expuestos donde  constitución y ley  lo disponen con carácter  de 
obligatoriedad.  



La Caja de Retiro de las Fuerzas Militares para realizar los incrementos anuales a las 
asignaciones de retiro a su cargo, ante la prevalecía de los principios constitucionales en la 
materia, y a la vigencia del principio de oscilación del régimen especial de la Fuerza 
Pública, de optar por el principio de favorabilidad aplicando en los incrementos anuales, 
en cada año el porcentaje más alto entre el decretado para fijar las asignaciones básicas 
del personal en servicio activo en desarrollo de la escala salarial porcentual o el índice de 
precios al consumidor IPC, que se aplica para los reajustes pensiónales con fundamento en el 
artículo 14 de la ley 100 de 1993,  



6. RESPETO A DERECHOS  ADQUIRIDOS. ARTICULO 58 C.P. 
 



El legislador con el fin de corregir los desequilibrios salariales que existían entre  
los diferentes grados de los miembros de la Fuerza Pública,  determinó  en la  Ley 4º de 
1992,  que el Gobierno Nacional debería establecer una escala gradual porcentual de 
conformidad con los principios establecidos en el artículo 2º  de la citada Ley. 



 
El artículo 2º, en el literal a), contempla que en la fijación de los salarios y prestaciones 
sociales de los miembros de la Fuerza Pública,  se tiene que observar “el respeto por los 
derechos adquiridos de los servidores del Estado del régimen general, como de los 
regímenes especiales. En ningún caso se podrá desmejorar sus salarios y prestaciones 
sociales.” (Negrilla es nuestra) 
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Desde el año de 1997 la Caja de Retiro viene sistemáticamente desmejorando la 
capacidad de adquisitiva de la asignación de retiro de mi poderdante,  al realizarle 
incrementos anuales por debajo del IPC.  
 
El Constituyente de 1991, en forma clara y expresa se refirió a los derechos adquiridos 
para garantizar su protección, al estatuir en el artículo 58: 



  
"Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a 
las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes 
posteriores….. “ 



 
El legislador al establecer en la ley 100 de 1993 la vigencia de regimenes exceptuados, lo 
hizo para proteger derechos adquiridos y no para crear discriminación entre el universo 
de los pensionados. Hasta el año de 1996 los retirados de la Fuerza Pública con asignación 
de retiro recibieron incrementos anuales iguales o superiores al del IPC del año anterior, 
constituyéndose en un derecho adquirido que viene siendo violado a partir de 1997. 



 
La caja de Retiro al realizar el aumento anual de las asignaciones de retiro en un 
porcentaje inferior al determinado en la constitución y Ley, está vulnerando el derecho 
que tienen los pensionados de la Fuerza Pública de mantener el poder adquisitivo de sus 
mesadas. El director de la Caja con su proceder está violando este derecho constitucional, 
artículo 48 y la ley 4º de 1992. 
 
La Honorable Corte Constitucional en sentencia C – 067 de 1999 “La corte considera que 
en principio la ley no está obligada a establecer un reajuste uniforme para todos los 
pensionados, puede consagrar un régimen diferenciado, si de esa manera se logran 
mejores resultados en la protección del poder adquisitivo de las mesadas”, en el caso del 
aplicado a mi poderdante no lleva a este desmejoramiento si por el contrario a una 
pérdida progresiva del poder adquisitivo de su mesada. 



 
7- ANTECEDENTES DOCTRINARIOS 



 
Señor Juez el Honorable tribunal Administrativo de Cundinamarca desde el mes de noviembre 
del año pasado ha proferido varias sentencias13 en las que se acoge las peticiones de la 
demanda. Como aporte doctrinario me permito transcribir uno de sus fallos: 



TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 



SECCION SEGUNDA 



SUB SECCION “D” 



 



Bogotá D.C. primero (17º) de noviembre de dos mil cinco (2005). 
Magistrado Sustanciadora: Doctora María del Carmen Jarrín Cerón 



 
EXPEDIENTE: No. 03-7667 
DEMANDANTE:  FELIX GALLARDO ANGARITA 
DEMANDADO: CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL 
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 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “D”, Magistrada Ponente doctora María del Carmen 
Jarrín Cerón, Expedientes 7667/03, 7385/03, 8605/03, 8967/03, 5708/04 y 7582/04 actores, FÉLIX GALLARDO ANGARITA,  
GUSTAVO GONZÁLEZ PUERTO, NACIM YANINE DÍAZ y ROBERTO PINZÓN MELÉNDEZ, PEDRO PABLO RIVEROS 
GUTIERREZ, MARDOQUEO BAUTISTA LOPEZ. MAGISTRADO PONENTE JOSE ANTONIO MOLINA TORRES, Expedientes 
89657/03, 8989/03 actores HERNANDO LOPEZ LOPEZ, JESUS NEIRA JIMENEZ. Magistrado Ponente Doctor DANIEL R 
PALACIO RUBIO, Expediente Nº 7128/01, actor JOSE MIGUEL DIAZ HENRIQUEZ. 
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14ª. A pesar de lo anterior, la H. Corte Constitucional, en sentencia     C-432 de mayo de 
2004, expediente D-4882 Magistrado Ponente doctor Rodrigo Escobar Gil, modificó 
su criterio sobre la naturaleza jurídica de la “asignación de retiro”, al revisar la 
constitucionalidad del decreto ley 2070 de 2003, en esa oportunidad indicó: 



 
“12. Siguiendo esta línea de argumentación, la Corte se encuentra ante un nuevo interrogante, 
a saber: ¿Qué naturaleza jurídica tiene la “asignación de retiro” prevista en los artículos 
demandados del Decreto 070 de 2003? 



 
“Es una modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de un 
cierto grado de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza especial del servicio y las 
funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce. Se trata, como bien lo 
afirman los intervinientes, de establecer con la denominación de “asignación de retiro”, una 
pensión de vejez o de jubilación para los miembros de la fuerza pública, en la medida que el 
resto del ordenamiento especial de dichos servidores públicos, se limita a regular las pensiones 
de invalidez y sobrevivientes. 



 
“Un análisis histórico permite demostrar su naturaleza prestacional. Así, el artículo 112 del 
Decreto 501 de 1955, es inequívoco en establecer a la asignación mensual de retiro dentro del 
catálogo de prestaciones sociales a que tienen derecho los oficiales o suboficiales de la fuerza 
pública. Dispone (sic) el citado decreto: “TITULO QUINTO. De las prestaciones en actividad, 
retiro, por separación, por incapacidad e invalidez, por muerte, por desaparición y cautiverio 
(…) Artículo 112. Los oficiales y suboficiales de las fuerzas militares que sean retirados del 
servicio activo después de quince (15) años por voluntad del Gobierno o de los comandos de 
fuerza, según el caso, por sobrepasar la edad máxima correspondiente al grado, por 
incapacidad relativa y permanente, por incapacidad profesional o por conducta deficiente, o a 
solicitud propia después de los veinte (20) años, tendrán derecho a participar de la fecha en que 
terminen los tres (3) meses de alta, a que por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares (sic) se 
les pague una asignación mensual de retiro equivalente a (…)”. En idéntico sentido, se reitera la 
naturaleza prestacional de dicha asignación, en los artículos 101 y subsiguientes del Decreto 
3071 de 1968. 



 
“Por otra parte, la doctrina viviente a partir de la interpretación sistemática de los Decretos – 
Leyes 1211, 1212, 1213 y 1214 de 1990, ha reconocido la incompatibilidad de la asignación de 
retiro y de las otras pensiones militares, como prestaciones fundamentales del régimen especial 
de los miembros de la fuerza pública. 



 
Dicha incompatibilidad se origina en la prohibición constitucional de conceder más de una 
asignación que prevenga del tesoro público, cuya causa o fuerte de reconocimiento sea la 
misma, es decir en este caso, la prestación del servicio militar durante largos periodos de 
tiempo (sin) respecto, el artículo 128 de la Constitución establece que “Nadie podrá  recibir más 
de una asignación que provenga del tesoro público, salvo los casos expresamente determinados 
por la ley (…)”…Por ello, no es cierto como lo sostiene la accionante que se trate de un beneficio 
adicional desproporcionando e irracional. Por el contrario, se trata de una prestación 
susceptible de reconocimiento por el retiro del servicio activo. (al igual que la pensión de vejez) 
y que, por su propia naturaleza, es incompatible con otras pensiones militares. Lo anterior, no 
es óbice para que se reconozcan pensiones de jubilación e invalidez proveniente de otras 
entidades de derecho público, siempre que se causen en diferente tiempo, provengan de 
distinta causa y tengan un objeto no asimilable. 



 
La sala plena hace suyos los planteamientos de la doctrina más autorizada sobre la materia, la 
cual ha sostenido que: 



 
“C…). 1.3 Compatibilidad de la asignación de retiro. Estableció el legislador extraordinario la 
compatibilidad de las asignaciones de retiro y pensiones militares con los sueldos provenientes 
del desempeño de empleos públicos y con las pensiones de jubilación e invalidez provenientes 
de entidades de derecho público. Los incisos 1º y 3ª del artículo 175 del decreto 1211 de 1990, 
señalan: 



 
“Las asignaciones de retiro y pensiones militares se pagarán por mensualidades vencidas 
durante la vida del agraciado y son compatibles con los sueldos provenientes del desempeño de 
empleos públicos, incluidos los correspondientes a la actividad militar por movilización o 
llamamiento colectivo al servicio. 



 
“Las asignaciones de retiro y las pensiones militares son compatibles con las pensiones de 
jubilación e invalidez provenientes de entidades de derecho público 



 
“Dicha compatibilidad constituye una excepción a la prohibición contenida en el artículo 128 de 
la Carta Política, según la cual “nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo 
público ni recibir más de una asignación que prevenga del tesoro público, o de empresas o de 
instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado. Salvo los casos expresamente 
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determinados por la ley”. Y dentro de las asignaciones exceptuadas de tal prohibición, la ley 4ª 
de 1992, señala: 



 
“b) Las percibidas por el personal con asignación de retiro o pensión militar o policial de la 
Fuerza pública (art. 19) 



 
“A contrario sensu, no son compatibles entre sí las prestaciones causadas por servicios 
militares, tal es el caso de las asignaciones de retiro y las pensiones militares, las cuales 
tampoco son reajustables por servicios prestados a entidades de derecho público: son 
igualmente incompatibles con las pensiones de invalidez o de retiro por vejez, pudiendo el 
interesado optar por las más favorable (art. 175, inc. 2º). 



 
“Al estudiar la tacha de inconstitucionalidad del inciso segundo citado, la Corte Suprema de 
Justicia en la sentencia 134 de 1991, expresó:  



 
“Se trata de una cuestión laboral de prestaciones sociales, que como antes se ha dicho, está 
diferida al legislador. 



 
“Esta misma competencia tiene su arraigo en el artículo 64 de la C.N. 1886 (hoy, artículo 128 
C.N. (1991). Con la posibilidad de que sea el legislador quien establezca excepciones, cual es 
cabalmente la consagrada en el mismo artículo 175 que hace compatible la asignación de 
retiro o la pensión de jubilación con los sueldos provenientes del desempeño de empleos 
públicos (inciso 1ª). 



 
“El alcance de la compatibilidad de las asignaciones de retiro y las pensiones militares con 
pensiones de jubilación o de invalidez de entidades de derecho público, implica que se causen 
con tiempos diferentes de servicio, pues, nos es posible con un mismo tiempo obtener dos 
prestaciones que tienen idéntica causa y objeto. Tal sería el caso de acumular los 15 años de 
servicio mínimo para tener derecho a la asignación de retiro, con cinco años de servicio en una 
entidad de derecho público para optar por la pensión de jubilación: si el beneficiario pretende 
hacer valer el tiempo servido como militar sustituir la asignación de retiro o la pensión militar 
por la pensión de jubilación de la entidad oficial. 



 
“Así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Sección Segunda del Consejo de Estado en fallos de 
18 de agosto de 1977, radicación 1831: 25 de abril de 1991, radicación 979 de mayo de 1991, 
radicación 1211 y 27 de noviembre de 1995, radicación 7253 (…) Consejo de Estado, Sala de 
Consulta y Servicio Civil, Consejero Ponente: César Hoyos Salazar, sentencia del 23 de 
septiembre de 1998, radicación número 1113. Igualmente, dicha incompatibilidad es 
reconocida por el Decreto 2070 de 2003, en su artículo 36. Al respecto, la citada norma dispone 
que: “Compatibilidad de la asignación de retiro y pensiones. Las asignaciones de retiro y 
pensiones previstas en el presente decreto, son compatibles con los sueldos provenientes del 
desempeño de empleos públicos, incluidos los correspondientes a la actividad militar o policial, 
por movilización o llamamiento colectivo al servicio y con las pensiones de jubilación e invalidez 
provenientes de entidades de derecho público. Las asignaciones de retiro y las pensiones de que 
trata el presente decreto, son incompatibles entre sí y no son reajustables por servicios 
prestados a entidades de derecho público, pero el interesado puede optar por la más favorable. 



 
“Conforme a lo anterior, no existe duda alguna en relación con la naturaleza prestacional de la 
asignación de retiro. Adicionalmente, es indiscutible que dicha prestación cumple un fin 
constitucional determinado, pues conforme a lo expuesto, tiene como objetivo principal 
beneficiar a los miembros de la fuerza pública, con un tratamiento diferencial encaminado a 
mejorar sus condiciones económicas por la ejecución de una función pública que envuelve un 
riesgo inminente para sus vidas y las de sus familiares. Subrayado fuera de texto. 



 



15ª. La sala, para dirimir el asunto material de examen, acoge de manera integral los 
conceptos expuestos por la H. Corte en el aparte trascrito, por cuanto del análisis 
de las normas que regulan la fijación de la asignación de retiro y de la pensión de 
invalides a que tienen derecho los miembros de la fuerza pública, su compatibilidad 
e incompatibilidad con otras remuneraciones provenientes del tesoro público y con 
otras pensiones, se puede concluir que tienen similitud, a pesar que, guardan sus 
propias características. 



 
 Así es evidente que los servidores de la fuerza pública, por regla general no se 



pensionan cuando reúnen requisitos de edad y tiempo deservicio conforme a la ley, 
sino que se retiran para gozar de una prestación que se denomina “asignación de 
retiro”, e principio, porque su régimen permite que puedan ser llamados 
nuevamente al servicio, en cuanto obtienen ese derecho siendo muy jóvenes, en 
comparación con otros servidores públicos; pero no puede desconocerse que 
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cuando alcanzan la edad de 55 años o más, no cambian la prestación de 
asignación de retiro por la pensión, al contrario, se mantiene esa figura, es lo que 
sucede con el demandante, quien se retiró en 1997 (fl. 4) y, continuó devengando 
la misma asignación de retiro, aún la época de presentación de la demanda. 



 
 De la misma normatividad, también se infiere que para estos servidores 



únicamente está prevista la pensión de invalidez cuando su capacidad laboral se 
disminuye en un alto porcentaje, pero no se prescribió nada sobre las pensiones de 
jubilación o vejez. 



 
16ª. Así las cosas, es preciso aceptar que, como lo ha mencionado la jurisprudencia, el 



régimen prestacional de los miembros de la fuerza pública es de carácter especial, 
hasta el punto que previó la asignación de retiro en reemplazo de las pensiones de 
jubilación y de vejez, precisamente para que pudieran incrementarse como los 
sueldos de los miembros activos, según la regulación que venía rigiendo, creando 
una garantía de la cual no han disfrutado los demás servidores públicos, sobre la 
base de atender las condiciones de la función, sometida a los continuos riesgos de 
su cumplimiento. Sin embargo, esa circunstancia no la puede convertir en una 
prestación diferente a su esencia a la pensión, bien de jubilación, o bien de vejez. 



 
En este orden de ideas, es preciso considerar que la asignación de retiro, desde el 
punto de vista prestacional, tiene la misma naturaleza jurídica que la pensión de 
invalidez, señalada en las normas legales para los miembros de la fuerza pública, 
es decir, cubre el riesgo de la seguridad social al proteger a un servidor que cesa en 
su labor auxiliado con un pago económico y, por lo mismo, su naturaleza jurídica es 
similar a las demás pensiones previstas para todos los servidores públicos y 
privados. En consecuencia, las normas que regulen aspectos sobre esta 
prerrogativa y, que de alguna manera, se hagan extensivas a pensionados 
sometidos a regímenes especiales, deben aplicarse también a los miembros 
retirados de las fuerzas militares y de la policía que, gocen de pensión de invalidez 
o de asignación de retiro. 



 
17ª. De este modo, la Sala estima que la garantía prescrita en la ley 238 de 1995, 



disposición transcrita en consideración anterior y, que permite que las pensiones 
señaladas y reconocidas bajo el imperio de normas especiales, se puedan 
incrementar por los métodos descritos en los artículos 14 y 142 de la ley 100 de 
1993. 



 
 El mencionado artículo 14 de la ley 100 de 1993, ordena: 



 
“ARTÍCLO 14.- Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de 
invalidez y de sustitución o sobreviviente en cualquiera de los regimenes del sistema general de 
pensiones mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio el 
primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de Precios al Consumidor 
certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior, No obstante las pensiones cuyo monto 
mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, serán registradas de oficio cada vez y 
con el mismo porcentaje en que se incremente dicho salario por el gobierno” 



18ª La discusión sobre esta materia ha versado en relación con la forma como se han 
reajustado las asignaciones de retiro aludidas, método que se sustenta en el 
llamado “principio de oscilación”, es decir, que las asignaciones de los miembros 
retirados se incrementan en el mismo porcentaje que se incrementan las 
asignaciones de los miembros en actividad.  El mencionado principio se encuentra 
consagrado en el artículo 151 del decreto 1212 de 1990, que a la letra dice 



 
ARTICULO 151. Oscilación de asignaciones de retiro y pensiones.  Las asignaciones de retiro y las 
pensiones de que trata el presente decreto, se liquidaron tomando en cuenta las variaciones que en 
todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para cada grado y de conformidad con 
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lo dispuesto en el artículo 140 de este decreto.  En ningún caso aquellas serán inferiores  al salario 
mínimo legal.  Los oficiales y suboficiales o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que 
suboficiales o sus beneficiarios no podrán acogerse a normas que regulen ajustes prestacionales en 
otros sectores de la administración pública, a menos que así lo disponga expresamente la ley. 



 
PARAGRAFO Para la oscilación de las asignaciones de retiro y pensiones de oficiales generales y 
coroneles, se tendrá en cuenta en cuenta como sueldo básico, y el porcentaje que como tal 
determinaron las disposiciones legales vigentes que regulen esta materia, mas las partidas 
señaladas en el artículo 140 de este decreto.” 



 



 
En verdad el método descrito, como se indicó, constituye una prerrogativa para 
estos servidores.  Sin embargo, con los cambios económicos que han sufrido el 
país, es muy probable que los sueldos de los miembros de la fuerza pública, 
incrementen algunos años en un porcentaje inferior al del IPC, o, no aumenten 
como ocurrió en el año 2003, de suerte que deberían correr las asignaciones de 
retiro con el principio de oscilación, perola ley 238 de 1995 se adelantó a los 
acontecimientos y previó que a pesar de estar excluidos algunos regímenes de las 
disposiciones de la ley 100 de 1993, por ser especiales, como el que es objeto, ello 
no implica la negación de los beneficios determinados en los artículos 14 y 142 de 
la citada ley 100 de 1993. 



 
La Sala entiende y lo ha expresado en otras ocasiones que, los regímenes salariales 
y prestacionales especiales prevalecen sobre los generales, lo que implica que no 
puede hacerse una mixtura entre lo favorable del especial y desfavorable del 
general, por cuanto se generaría una desventaja u con ella una desigualdad para 
los servidores sometidos al régimen general que no tendrían opción de ver 
mejorados sus derechos, sino a través de una reforma normativa, pero en casos 
como el estudiado, es el mismo legislador quien ha dispuesto la aplicación 
parcial de las normas generales que, en determinadas circunstancias resulten 
más favorables a beneficiario de regímenes especiales, cuando sus disposiciones 
queden rezagadas produciendo un desmejoramiento de los derechos laborales y 
prestacionales, así lo prevé la ley 238 de 1995. 



 
19ª De lo expuesto, la Sala concluye que en el asunto subexamine, el demandante 
en calidad de retirado de la fuerza pública, tiene derecho a que la entidad 
demandada revise los incrementos de su asignación de retiro y verifique cual es el 
mayor porcentaje de cada año para su reajuste, a partir de 1997, si el del aumento 
salarial de los miembros activos de las fuerzas militares y de la policía fijado en la 
escala salarial porcentual, o del índice de precios al consumidor IPC, que se aplica 
para los reajustes pensiónales como fundamento en el artículo 14 de la ley 100 de 
1993, de manera que, en cada año, aplique el porcentaje de mayor valor en 
orden a realizar el incremento, teniendo en cuenta que sólo se debe utilizar uno 
de los porcentajes, el más favorable, no los dos de manera concomitante el mismo 
año, toda vez que, no son acumulables porque se generan dos aumentos no 
ordenados por la ley para el mismo periodo fiscal o anualidad. 



 
Si de las operaciones matemáticas que se efectúen, resulta alguna diferencia entre 
los valores cancelados y la nueva liquidación, deberá pagarse esa suma al 
demandante; actualizada como lo ordena el artículo 178 del Código Contencioso 
Administrativo. 



  
En consecuencia, la Sala considera que el acto administrativo demandado al no 
disponer la revisión de los reajustes de la asignación de retiro del demandante, 
desde 1997 en adelante, con fundamento en la ley 238 de 1995 y en el artículo 14 
de la ley 100 de 1993, quedó incurso en causal de nulidad por violación de normas 
superiores, que permite inferir que las súplicas de la demanda en relación con este 
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aspecto tienen vocación de prosperidad, de manera que así dispondrá en la parte 
resolutiva de esta providencia. 



 
20ª No obstante todo lo anterior, no accederá a la pretensión formulada en la 
letra h), de la condena TERCERA de la demanda (fl 21). Por cuanto en el proceso no 
se demostró que el accionante hubiera sufrido daño moral causado por la decisión 
administrativa de la entidad demandada; en el proceso únicamente se planteo su 
concurrencia pero no se aportaron pruebas que la demostraron. 



 
21ª Considerando que la parte demandada no observó una conducta dilatoria o de 
mala fe dentro de la actuación surtida en este proceso, y que la defensa planteo 
argumentos que estuvieron racionalmente fundamentados en su estudio 
eminentemente jurídico, no procede la condena en costas.  Esta evaluación se 
realiza con fundamento en lo ordenado en el artículo 55 de la ley 416 de 1998. 



 
Finalmente, e preciso manifestar que conforme a lo establecido en el artículo 57 de 
la ley 446 de 1998, en el caso sub lite no procede la consulta, toda vez que si bien 
se trata de un asunto contencioso laboral de primera instancia que impone 
condena en concreto, se observa que la entidad acusada ejerció la defensa de sus 
intereses. 



 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, SECCIÓN 
SEGUNDA. Sub sección “D”. Administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y por autoridad de la ley. 



 
FALLA 



 
PRIMERO - Declárense no probadas las excepciones propuestas por el apoderado 
de la entidad. 



 
SEGUNDO - Declarase la nulidad de los oficios DICAS 373 de 20 de mayo de 2003 y 
DICAS 132 de 19 de marzo de 2003, expedidos por el Director General de la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, que negaran el reajuste de la asignación 
de retiro al señor FELIX GALLARDO ANGARITA, identificado don la cédula de 
ciudadanía número 17.046.035 de Bogotá. 



 
TERCERO – Como consecuencia de la anterior declaración de nulidad y a título de 
restablecimiento del derecho, ordenase a la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 
POLICÍA NACIONAL  a revisar los reajustes de la asignación de retiro del señor 
FELIX GALLARDO ANGARITA, identificado don la cédula de ciudadanía número 
17.046.035 de Bogotá.  Con el fin de establecer cuál incremento es mejor entre el 
aumento salarial de los miembros activos de la policía fijado en la escala salarial 
porcentual, o el índice de precios al consumidor IPC, que se aplica para los 
reajustes pensiónales con fundamento en el artículo 14 de la ley 100 de 1993, de 
manera que, en cada año, a partir de 1997 y en adelante aplique el porcentaje de 
mayor valor en orden a realizar el incremento, teniendo en cuenta que sólo se 
debe utilizar el incremento, teniendo en cuenta que sólo se debe utilizar uno de 
estos porcentajes, el más favorable. 



 
CUARTO. – CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL, pagará al 
señor FELIX GALLARDO ANGARITA, identificado con la cédula de ciudadanía 
número17.046.035 Bogotá, la diferencia que resulte entre la liquidación y las 
sumas canceladas por concepto del incremento o reajuste anual de la asignación 
de retiro desde el año 1997 en adelante. 
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QUINTO. – A las anteriores declaraciones se les dará cumplimiento dentro del 
término señalado en los artículos 176 y 177 de CCA. y los valores que resultaren 
liquidados deberán actualizarse en la forma dispuesta en el artículo 178 ibidem. 



 
SEXTO.  – Deniéganse las demás pretensiones de la demanda. 



 
SEPTIMO.  Ejecutoriada esta providencia archívese el expediente, previa 
devolución de los valores consignados para gastos del proceso al señor FELIX 
GALLARDO ANGARITA, identificado con la cédula de ciudadanía número 
17.046.035 de Bogotá. Excepto los ya causados. 



 
Cópiese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.” 



 
Aprobado según acta Nº 082 
 
MARIA DEL CARMEN JARRIN CERON  JOSE ANTONIO MOLINA TORRES CERVELEON 
PADILLA LINARES 
 
 
 
 



8- FALSA MOTIVACIÓN ARTÍCULO 84 DE  CCA. 
 
La Caja de  Retiro de las Fuerzas Militares, en la motivación del acto administrativo que se 
demanda, incurrió en causal de FALSA MOTIVACION, al no existir correspondencia entre la 
decisión adoptada y los motivos de hecho y de derecho que se aducen para negar a mi 
poderdante las peticiones solicitadas lo que es motivo de nulidad (Art. 84 CCA.);  además 
quebrantó las disposiciones  de jerarquía superior normativa.  
 
Tanto la doctrina como la jurisprudencia nacional,  han entendido que existe la ilegalidad 
denominada FALSA MOTIVACION, cuando los fundamentos alegados por el funcionario que 
expidió el acto administrativo, en realidad no hayan existido, o no tengan el carácter jurídico 
que el legislador les ha dado, o sea que se estructure la ilegalidad por inexistencia material o 
jurídica de los motivos, de una parte  o  que los motivos, no sean de tal naturaleza que 
justifiquen la medida tomada.   
 
Se denominan motivos, según la doctrina francesa, las circunstancias de hecho que proceden 
o provocan toda decisión administrativa; la sucesión de acontecimientos que impulsan al 
administrador público a obrar; la decisión en tales circunstancias será ilegal, si no se justifican 
las razones que la provocaron;  obviamente la causal de la falsa motivación encuadra  dentro 
de la violación de la ley general. 
 
Con base en lo anterior, me permito proceder  a explicar los motivos por los cuales LA CAJA 
DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES incurrió en el vicio de la FALSA MOTIVACION, cuando 
negó los derechos reclamados. 
 
En el acto administrativo demandado, la Caja soporta su argumentación  para negar los 
derechos reclamados por mi poderdante,  en las siguientes razones: 



1º- La existencia de un régimen especial para los miembros de la Fuerza Pública.  



Al respecto es necesario aclararle a esa Caja,  que contrario a su argumentación, la Honorable 
Corte Constitucional en reiteradas sentencias ha sentado doctrina,  de que los regimenes 
especiales se ajustan a la constitución cuando contemplan iguales o superiores prestaciones 
que los que se contemplan en el régimen general. Con ponencia del Honorable Magistrado 
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HERNANDO HERRERA VERGARA, en la sentencia C- 182 en cuanto al tema que nos ocupa,  
sentó la siguiente jurisprudencia: 



(…) “Ha señalado esta Corporación en relación con el establecimiento de los llamados 
"Regímenes Excepcionales", que ellos se ajustan al ordenamiento constitucional, en cuanto 
suponen la existencia de unas condiciones prestacionales más favorables para los 
trabajadores a quienes comprende y cuya finalidad es la preservación de los derechos 
adquiridos. Pero, cuando consagren para sus destinatarios un tratamiento inequitativo frente 
al que se otorga a la generalidad de los trabajadores cobijados por el régimen previsto en la 
Ley 100 de 1993, estas regulaciones deberán ser descalificadas en cuanto quebrantan el 
principio constitucional de la igualdad”. (El subrayado y negrilla es nuestro) 



 



Es de resaltar que la petición no busca la aplicación de aspectos favorables del régimen 
general, sino la observancia de la Constitución, en cuanto al derecho fundamental de 
protección a la vida digna, especialmente a las personas de la tercera edad, observando el 
mandato superior de mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. 



Igualmente el legislador al expedir la Ley 238 de 1995, adiciono el régimen especial de la 
Fuerza Pública el artículo 14 de la Ley 100, tal como se hace con el artículo 142 de la citada 
norma, toda vez que a los pensionados de la Fuerza Pública se les cancela la mesada 14 
ordenada por la Ley 100/93 sin que esto constituya una violación al régimen especial al que 
aduce la caja demandada. 



Por la existencia de un régimen especial para la Fuerza Pública, es lo que llevo  legislador a 
expedir una norma con fuerza de ley que adicionara esta normatividad con los postulados 
establecidos en la nueva constitución y en el régimen general de pensiones. La ley 923 de 
1995 incorporo al régimen de pensiones de la Fuerza Pública los benéficos y derechos 
establecidos en los artículos 14 y 142 de la ley 100 de 1993: la mesada 14 y el mantenimiento 
del poder adquisitivo de las asignaciones de retiro y pensiones. Si no es así cual fue el objeto 
de la expedición de la citada norma. 



 
2º.- Principio de oscilación. También la Caja fundamenta su negativa,  en  el principio de 
oscilación establecido en el artículo 169 del Decreto 1211 de 1990, que establece que las 
asignaciones de retiro y las pensiones se liquidaran tomado en cuenta las variaciones que en 
todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad para oficiales y suboficiales.  
 
Esta debidamente sustentado a lo largo de la presente demanda, que el principio de 
oscilación es constitucionalmente aplicable en la liquidación de las asignaciones de retiro, en 
la medida que no quebrante la norma superior,   del mantenimiento del poder adquisitivo de 
las pensiones, es decir,  que el porcentaje a incrementar  anualmente, sea  igual o superior  al 
del IPC del año anterior.   
 
Contrario a lo afirmado por la Caja demandada, el artículo 169 del  Decreto 1211, por ella 
citada,  deja abierta la posibilidad para  que normas de carácter general puedan ser aplicadas 
a los miembros de las FFMM., cuando  expresamente se disponga.   
 
Lo que dispone la norma es: Art. 169 D. 1211/90   . . .”Los Oficiales y Suboficiales o sus 
beneficiarios no podrán acogerse a normas que regulen ajustes prestacionales en otros 
sectores de la Administración Pública, a menos que así lo disponga expresamente la Ley”. 
 
Efectivamente la Ley 100 de 1993 en su artículo  279,   concordante  con el artículo 1º de la 
ley 238 de 1995,  extiende los “derechos y Beneficios” establecidos en el articulo 14 y 142 
para los pensionados de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, en forma expresa está 
indicando que el contenido de los artículos  142 y 14 son aplicables a los pensionados de la 
Fuerza Pública. 
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Por lo anterior la mesada  catorce, dispuesta en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 se ha 
venido cancelando por parte de la Caja de Retiro a los pensionados de la Fuerzas Militares sin 
ninguna objeción, no así ha sucedido con lo dispuesto  en el artículo 14 de la citada norma 
(IPC),    
 
Existe otro argumento que pulveriza la postura de la Caja demandada, es el mandato de la ley 
de leyes, la carta de 1991, posterior al decreto 1211/90,  donde  eleva a derecho 
fundamental, los incrementos de las pensiones por lo menos en  el IPC. (Arts.  46, 48 y 53 CP) 
 
 También desconoce la Caja que la Ley 923 de 2004 en su numeral 2-4 establece como 
principio del sistema de pensiones de la Fuerza Pública,  “el mantenimiento de las 
asignaciones de retiro y de las pensiones” 
 
Incurre en el vicio de falsa motivación LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES  cuando 
se pretende darle una interpretación acomodada al principio de oscilación establecido en el 
decreto 1211 de 1990 para negar las peticiones presentadas por mi apoderada en el derecho 
de petición, desconociendo el mandato superior. 
 
4º- Ausencia de la norma. La CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES en su negativa 
afirma que el “Gobierno Nacional, anualmente mediante decreto ejecutivo, reajusta las 
asignaciones de retiro”, afirmación que no se ajusta a la realidad; el gobierno anualmente 
expide los decretos mediante se fijan las asignaciones básicas para el personal en servicio 
activo para el año respectivo, sin que en ellos se haga referencia alguna al aumento de las 
asignaciones de retiro y de las pensiones a cargo de la Caja. Como puede observarse, en los 
decretos D.107/96, 122/97, 58/98, 62/99, 2724/00, 2734/01, 745/02, 3552/03 y 4158/04 en 
ninguna  parte,  contempla incrementos para estas prestaciones.     
 
Por otro lado el Gobierno Nacional  de conformidad con los parámetros establecidos en la 4º 
de 1992, tiene la libertad para fijar el porcentaje de aumento de los salarios de los miembros 
de la Fuerza Pública, pero carece  de total autonomía cuando se trata de aumentos de 
pensiones, por cuanto la constitución y la Ley tiene contemplado que los aumentos anuales a 
las pensiones se deben hacer de oficio  a partir del primero de enero de cada año, en un tope 
mínimo que no podrá ser jamás,  inferior al  IPC del año anterior. 
 
Incurrir en  FALSA MOTIVACIÓN, como ocurrió en el caso sub examine, normalmente se 
presenta por la aplicación incorrecta de los métodos de interpretación normativa;  en esta 
demanda he podido dejar muy claros los postulados normativos y de interpretación 
jurisprudencial y doctrinario respecto de los mínimos porcentajes en que debe incrementarse 
anualmente la pensión de mi poderdante, erróneamente interpretado por la Demandada. 
 
Con lo anterior, queda claro que la Caja demandada, para negar las pretensiones de mi 
poderdante, ha hecho una incorrecta interpretación de la ley 4º/92  y de los decretos anuales 
de aumento salarial, toda vez que estas normas no versan en materia pensional; esto hace 
que exista nulidad del acto demandado por falsa motivación, por mutación de la verdad e 
incorrecta interpretación normativa. 
 
Considerar como lo hace la Caja,  que la asignación de retiro es una forma especial de salario,  
es desconocer los fundamentos propios del régimen de pensiones. Si fuera salario, cuando un 
miembro de la Fuerza Pública se retira le debieran de seguir pagando lo que venía 
percibiendo en actividad y se mantendría la relación laboral, dando derecho a percibir todas 
las prestaciones sociales, pero eso no es así: cuando mi poderdante se retiro del servicio 
activo se le realizó una liquidación,  aplicando unos factores establecidos en la ley de acuerdo 
al tiempo de servicio.  
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La Honorable Corte Constitucional en sentencia C – 251 del 16 de marzo de 2004 con 
ponencia del honorable Magistrado JAIME CORDOBA TRIVIÑO sentó  jurisprudencia sobre la 
naturaleza jurídica de las asignaciones de retiro, así: “En este sentido, es claro que la demanda 
del ciudadano Corrales Larrarte está fundamentada en un supuesto equivocado cual es el de 
sostener que asignación de retiro es igual a salario y por ende afirmar que al personal retirado 
de las Fuerzas Militares se les cancela un sueldo o salario cuando en realidad lo que percibe 
es una pensión de vejez que en el régimen especial de la fuerza pública se denomina 
asignación de retiro”. (El sombreado y subrayado es) 
 
La Honorable Corte Constitucional en la sentencia C – 432 del 6 de mayo de 2004,  dejo 
claramente establecido la naturaleza jurídica de lo que es asignación de retiro: …. “Es una 
modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de un cierto 
grado de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza especial del servicio y las 
funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce. Se trata, como bien 
lo afirman los intervinientes, de establecer con la denominación de “asignación de retiro”, una 
pensión de vejez o de jubilación para los miembros de la Fuerza Pública, en la medida que el 
resto del ordenamiento especial de dichos servidores públicos, se limita a regular las 
pensiones de invalidez y sobrevivientes”. 
 
Como podrán observar Señor Juez la CAJA DE RETIRO DE LA FUERZAS MILITARES acude a la 
falsa motivación para negar los derechos a mi poderdante, toda vez de que no existen 
razones de hecho y de derecho  que justifiquen la inobservancia de la aplicación del IPC para 
incrementar anualmente las pensiones de los retirados de la Fuerza Pública.  
 
Señor Juez,  del estudio de los argumentos invocados en la presente demanda, permiten 
concluir que Constitución, (Art. 13, 46,48 y 53), y Ley (100/93, 238/95 y 923/04) 
Jurisprudencia (Sentencias C- 432/05/04, 251/03/04, 461/95, 182/97, 941/03, 067/99, 
387/94, 168/95 y 188/99) han previsto  la naturaleza jurídica y el mantenimiento del poder 
adquisitivo de las pensiones y asignaciones de retiro de la Fuerza Pública y la protección 
especial al adulto mayor. No se entiende, porqué la Caja demandada no ha dado estricto 
cumplimiento a esta obligación, en abierta contradicción con la constitución de 1991, toda 
vez que la inobservancia por parte de un funcionario público de las obligaciones 
constitucionales y legales que le corresponden al Estado está poniendo en entredicho el 
Estado Social de Derecho pilar de la actual normatividad. En este sentido la Honorable Corte 
Constitucional se pronuncio en la sentencia C- 367 de 1995 con ponencia del Magistrado JOSE 
GREGORIO HERNANDEZ GALINDO en los siguientes términos: 
  
(….)  “Los pensionados, que al fin y al cabo gozan de especial protección en cuanto su situación 
jurídica tiene por base el trabajo (artículo 25 C.P.), son titulares de un derecho de rango 
constitucional (artículo 53 C.P.) a recibir puntualmente las mesadas que les corresponden y a 
que el valor de éstas se actualice periódicamente según el ritmo del aumento en el costo de 
la vida, teniendo en cuenta que todo pago efectuado en Colombia, al menos en las 
circunstancias actuales, debe adaptarse a las exigencias propias de una economía 
inflacionaria. Ello es consustancial al Estado Social de Derecho, que se ha instituido como 
característica sobresaliente de la organización política y como objetivo prioritario del orden 
jurídico fundado en la Constitución, por lo cual no cabe duda de la responsabilidad en que 
incurren los funcionarios y entidades que desatienden tan perentorios mandatos.”  (El 
subrayado es nuestro). 
 



VII.- COMPETENCIA  
 
El Distrito Judicial Administrativo de Tunja, es competente para conocer de este asunto en 
primera instancia por la cuantía  y naturaleza del asunto y por factor territorial por cuanto el 
señor Sargento Primero® PEDRO BECERRA BOLÍVAR,  tuvo como último lugar de trabajo la  
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Primera zona de reclutamiento, Tunja, lo anterior de conformidad con lo establecido en los 
artículos 152 y 306 del C.C.A., y el artículo 20 del C.P.C.  



 



VIII. ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA CUANTÍA 



Se estima la cuantía de la demanda por valor de  Doce millones cuatrocientos setenta y siete 
mil setecientos veintidós pesos ($12.477.722) sin indexación; esta cuantía resulta del análisis 
comparativo de la mesada pensional recibida por la demandante en cada uno de los años, 
comparándola con la que debió de recibir, motivo de litigio; si la CAJA DE RETIRO DE LAS 
FUERZAS MILITARES, hubiera tenido en cuenta para realizar el aumento anual de la pensión 
de mi poderdante, el mayor porcentaje entre el incremento de las asignaciones básicas del 
personal en servicio activo o el Índice de Precios al Consumidor (IPC) certificado por el DANE, 
aplicable al incremento de las pensiones del régimen general,  tal como lo estipula el artículo 
14 de la Ley 100. 



La diferencia existente entre la mesada pagada y la mesada que se ha debido pagar, se 
multiplica por catorce (14), que es el numero de mesadas anuales a que tiene derecho mi 
poderdante, resultado que arroja el monto anual dejado de pagar y la sumatoria año por año, 
nos da la cuantía materia de esta demanda.  
 



IX. PRUEBAS Y ANEXOS 



Solicito que se tengan como pruebas, la documentación aportada con la demanda. 



1. Poder legalmente conferido para actuar. 



2. Radicación del derecho de petición elevado ante la entidad demandada con N° 14975 de 1 



de marzo de 2011. 



3. Oficio CREMIL Nº 10546 de 11 de marzo de 2011, emitida por la CAJA DE  RETIRO DE LAS 



FUERZAS MILITARES en respuesta del Derecho de Petición motivo de esta litis, con el cual 



se agotó la vía gubernativa. 



4. Extracto hoja de servicios  del señor Sargento Primero®  PEDRO BECERRA BOLÍVAR. 



5. Copia auténtica de la Resolución Nº 1233 del 13 de agosto de 1997 mediante la cual se le 



reconoce la asignación de retiro al señor Sargento Primero®  PEDRO BECERRA BOLÍVAR. 



6. Certificación de los porcentajes incrementados anualmente y el monto de las mesadas 



mensuales pagadas a mi poderdante. 



7. Declaración extra proceso con fines procesales donde indica la ultima unidad donde 



prestó sus servicios el señor Sargento Primero®  PEDRO BECERRA BOLÍVAR. 



8. Solicito respetuosamente que en el evento de faltar alguna constancia para el estudio de 



la presente demanda,  ordénese a la parte demandada allegarlos en su oportunidad. 
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9. Igualmente si esa honorable Corporación considera necesario, solicito oficiar al DANE  



para que remita las certificaciones de las variaciones del  IPC que se han dado a partir de 



1997.  



10. Copias de la demanda con sus respectivos anexos para: Archivo, Traslado a la entidad 



demandada y una para el  Ministerio Público y la Agencia Nacional de Defensa Jurídica. 



XI.- NOTIFICACIONES 



 



DEMANDADA: Al señor Director de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES (CREMIL) 



en la carrera 13 N° 27 – 00 Int. 137  de la ciudad de Bogotá D.C. 



Correo electrónico: direccion@cremil.gov.co  



 



DEMANDANTE: Mi poderdante en la Calle 19 No 3 - 50 oficina 504, Edificio Barichara de la 
ciudad de Bogotá. 
Correo electrónico: qabsas@gmail.com  



  



AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA: Al señor Director de la Agencia Nacional de 



Defensa Jurídica del estado puede ser notificado en la Calle 70 No 4 – 60, de la ciudad de 



Bogotá. 



Correo electrónico: conciliacionextrajudicial@defensajuridica.gov.co  



 



MINISTERIO PÚBLICO: El señor Procurador delegado ante ese Honorable despacho, puede ser 



notificado en la secretaría de esa Corporación  o en sus oficinas situadas en el mismo edificio  



en que funciona la Procuraduría General de la Nación ubicado en la Cra. 5 No. 19 -34 Oficina 



702 de la ciudad de Bogotá. 



Correo electrónico: webmaster@procuraduria.gov.co  



 



EL SUSCRITO: Las recibiré en la secretaría de su despacho o en mi oficina de abogado ubicada 



en la Calle 19 No 3 - 50 oficina 504, Edificio Barichara de la ciudad de Bogotá. 



Correo electrónico: Jquevedod58@hotmail.com  



 



 



Del señor Juez, 



 



 
 



JOFFRE MARIO QUEVEDO DÍAZ 
C.C. 3.021.955 de Fontibón. 



T.P. 127.461 del HCSJ. 
 





mailto:direccion@cremil.gov.co


mailto:qabsas@gmail.com


mailto:conciliacionextrajudicial@defensajuridica.gov.co


mailto:webmaster@procuraduria.gov.co


mailto:Jquevedod58@hotmail.com








image4.emf
Successful Mail  Delivery Report.msg


Successful Mail Delivery Report.msg
Successful Mail Delivery Report

		From

		Mail Delivery System

		To

		jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co

		Recipients

		jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co



This is the mail system at host zmcsjmta1.ramajudicial.gov.co.



Your message was successfully delivered to the destination(s)

listed below. If the message was delivered to mailbox you will

receive no further notifications. Otherwise you may still receive

notifications of mail delivery errors from other systems.



                   The mail system



<notificacionesjudiciales@cremil.gov.co>: delivery via

    10.114.85.5[10.114.85.5]:25: 250 ok:  Message 70818398 accepted



<procesos@defensajuridica.gov.co>: delivery via 10.114.85.5[10.114.85.5]:25:

    250 ok:  Message 70818398 accepted



<procjudadm67@procuraduria.gov.co>: delivery via 10.114.85.5[10.114.85.5]:25:

    250 ok:  Message 70818398 accepted



details.txt

Reporting-MTA: dns; zmcsjmta1.ramajudicial.gov.co

X-Postfix-Queue-ID: 6AA71101E16

X-Postfix-Sender: rfc822; jadmin05tnj@notificaciones.ramajudicial.gov.co

Arrival-Date: Tue, 22 Jan 2013 09:43:30 -0500 (COT)



Final-Recipient: rfc822; notificacionesjudiciales@cremil.gov.co

Original-Recipient: rfc822;notificacionesjudiciales@cremil.gov.co

Action: relayed

Status: 2.0.0

Remote-MTA: dns; 10.114.85.5

Diagnostic-Code: smtp; 250 ok:  Message 70818398 accepted



Final-Recipient: rfc822; procesos@defensajuridica.gov.co

Original-Recipient: rfc822;procesos@defensajuridica.gov.co

Action: relayed

Status: 2.0.0

Remote-MTA: dns; 10.114.85.5

Diagnostic-Code: smtp; 250 ok:  Message 70818398 accepted



Final-Recipient: rfc822; procjudadm67@procuraduria.gov.co

Original-Recipient: rfc822;procjudadm67@procuraduria.gov.co

Action: relayed

Status: 2.0.0

Remote-MTA: dns; 10.114.85.5

Diagnostic-Code: smtp; 250 ok:  Message 70818398 accepted






Message Headers.txt




